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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO  
NÚMERO 200 DE 2012 CÁMARA

por el cual se adiciona un inciso al artículo once de 
la Constitución Política que eleva a derecho funda-

mental la Salud de todos los colombianos.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. El artículo 11 de la Constitución Po-

lítica de 1991 quedará así:
Artículo 11. El derecho a la vida es inviolable. 

No habrá pena de muerte. 
El servicio de salud es responsabilidad indele-

gable del Estado, no sometido a la regla de ren-
tabilidad o eficiencia. Conforme a su capacidad 
económica, las personas contribuirán al sosteni-
miento del servicio en las condiciones que señale 
la ley. Podrá contratarse la prestación de ciertos 
servicios de apoyo a la salud con empresas parti-
culares. Estos serán definidos y regulados por la 
misma ley. 

Artículo 2º. Vigencia. El presente Acto Legislati-
vo rige a partir de la fecha de su promulgación.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. Alcance del Proyecto 
La salud es consubstancial a la vida. No existen 

razones que justifiquen la dislocación constitucional 
del derecho fundamental a la vida con el derecho a 
la salud. Si no está garantizada la salud, el derecho a 
la vida es apenas un enunciado inane. La vida como 
la salud deben ser garantizadas y protegidas por el 
Estado y no por los particulares. La vida y la salud 
no son transables tampoco son mercancías sujetas a 
las leyes del mercado o a la veleidad usurera de em-
presarios. Con este proyecto la salud se erige enton-
ces en derecho fundamental. 

La Corte Constitucional ha determinado en 
sucesivas sentencias que la salud es un derecho 
fundamental1. Es más, Colombia suscribió la 
Constitución de la Organización Mundial de la 
Salud OMS y allí, la salud, tiene esa connota-
ción de derecho fundamental. Por tanto, nuestra 
Constitución Política debe contemplar en forma 
expresa y exigible ese derecho. 

Este proyecto busca además liquidar el inhumano 
modelo empresarial o de negocio particular para la 
prestación de los servicios de salud en Colombia. El 
derecho a la salud terminó convertido en una fuente 
inagotable de corrupción y plusvalía. 

2. Fundamentos del Proyecto
2.1 “LA CRISIS ES TOTAL” en el modelo de 

prestación social en Salud. “EL SISTEMA ESTÁ 
RESQUEBRAJADO”

El Superintendente de Salud, en audiencia pú-
blica llevada a cabo el día 7 de julio de 2011, en el 
recinto de la Corte Constitucional, reconoció que la 
1	 T-037 de 2007, T-760 de 2008, T-058 de 2011, T-069 de 

2011, T-084 de 2011(Corte Constitucional).
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“crisis es total” en la administración del servicio 
de salud. El ministro de la Protección Social de ese 
entonces fue más allá: afirmó que “el sistema está 
resquebrajado”. 

La red de hospitales públicos ha permanecido al 
borde de la ruina. La salud en este país no la garan-
tiza la ciencia médica, sino los jueces de Colombia. 

De 3.6 millones de Tutelas impetradas de 2003 
a la fecha, más del 75% están vinculadas con la de-
fensa del derecho a la salud (CM& julio 6 de 2011). 

Estudios de la UN de Antioquia, Procuraduría, 
UIS, y Conciencias determinaron que:

 “…la principal preocupación del Estado es in-
crementar la afiliación de los colombianos al siste-
ma de salud, pero no garantizar la calidad o acce-
so afectivo de la gente a los servicios” (fuente: El 
Tiempo octubre 23 de 2008). 

2.2 Crónicas de Horror en la Prestación del 
Servicio de Salud

Autor: Armando Neira. Publicada en Semana de 
diciembre 20 a 27 de 2004. 

Estado de Coma. 
“…sólo en la Heroica (Cartagena) este año 

(2004) se llevó la vida de 228 personas…esas perso-
nas dejaron de existir porque nadie las atendió, les 
cerraron la puertas y murieron mientras sus deses-
perados familiares les buscaban atención médica…
Se les llama “paseos de la muerte” Eso le ocurrió 
a Ernestina González Vda. de Pérez, de 54 años. 
En la noche del pasado 23 de agosto fue llevada 
entre escalofríos, vómitos y diarrea desde el barrio 
Nelson Mandela, un deprimido barrio del sur, a un 
hospital de la ciudad. Sin carné del Sisbén y sin 
plata en efectivo la rechazaron en el acto con el ar-
gumento de la indisponibilidad de camas. Su fami-
lia la llevó a otro lugar y luego a otro. Tres horas 
después y al borde la deshidratación decidieron co-
ger para Barranquilla. Murió en el camino. No fue 
la única. Esa misma noche murieron dos pacientes 
más en condiciones similares…”. 

“...Según cifras de la Asociación Nacional Sin-
dical de trabajadores de la salud, Anthoc, en 2004 
han fallecido cada mes 19 personas durante el pa-
seo de la muerte en Cartagena…”. 

…Hospitales cerrados…Cartagena, univer-
sitario de Caldas, Hospital San Salvador de Chi-
quinquirá, San Juan de Dios; Lorencita Villegas, 
Hospital de Sevilla…El de Cartagena atendía pa-
cientes de Centroamérica y Venezuela, “hoy es un 
cascarón de 10 pisos, en su interior los equipos son 
devorados por el óxido, las instalaciones son devo-
radas por la maleza, las 3 ambulancias aparcadas a 
la intemperie. El Presidente promete reabrirlo si es 
eficiente, o sea que se convierta en un buen negocio 
y arroje utilidades… 

Hoy hay 70 hospitales de 20 departamentos a 
borde del colapso. Ya se veía el cierre del Ramón 
González Valencia de Bucaramanga”. 

Hechos similares recogen periodistas del diario 
El Tiempo el 27 de diciembre de 2004. 

Hospital de Caldas. Colapso de un gigante. 
Hoy seis meses después…20.000 metros cua-

drados del gigante de Caldas están abandona-

dos…Los pasillos por donde tropezaban médicos 
enfermeras, pacientes, estudiantes y un tumulto 
de visitantes que superaban las 1.500 personas, 
hoy están vacíos, oscuros y llenos de polvo, con 
muebles que se pudren apilados en los rincones y 
los techos y paredes en deterioro total. …una torre 
remodelada y sismorresistente que costó 7000 mi-
llones pesos está sin uso. …las salas de cirugía…
camas, lámparas equipos y tanques de oxígeno a 
merced del agua y el orín…pérdida de instrumen-
tal y aparatos muy costosos… 

“…En la ciudad se habla que las cifras de mor-
talidad perinatal están disparadas…”. A punto de 
cerrarse: Erasmo Meoz de Cúcuta, San José de 
Popayán, San Jorge de Pereira, el general de Ba-
rranquilla…el Julio Méndez Barreneche de Santa 
Marta y el San Pablo de Cartagena.

Sobre el Hospital de la Hortúa, en Bogotá, podría 
escribirse crónica similar o quizás más estremecedora. 

Otras notas escritas por ANDRÉS HURTADO y 
NATALIA SPRINGER sobre la pesadilla en la pres-
tación de servicios de salud, por parte de EPS parti-
culares, fueron publicadas en el diario El Tiempo el 
25 de septiembre de 2007 y el 26 de noviembre de 
2007 respectivamente.

Andrés Hurtado. 
ENGORDE PARASITARIO DE SANGUI- 

JUELAS (EPS)
Un médico me escribe lo siguiente, que muestra 

que algunas entidades de la salud son sencillamente 
despiadadas y rayan en lo criminal: “Soy pediatra 
egresado de la universidad Militar y quiero decir-
le que a lo que usted denuncia yo agregaría lo si-
guiente: la arbitrariedad que cometen las EPS con 
los niños, los cuales son valorados y controlados por 
médicos generales para ahorrar costos, a los que les 
pagan mal y les atribuyen responsabilidades que no 
les corresponden, además de arriesgar, en muchos 
casos, la salud de los niños. Los medicamentos y los 
procedimientos son restringidos, llenos de papeles y 
trámites para que las mamás se cansen de hacerlos 
y así no gastar el recurso de la EPS…en mi práctica 
de médico general…una EPS de Ibagué me orde-
nó no realizar una prueba de esfuerzo a un ancia-
no y que además le mintiera con la disculpa de que 
“de todos modos se iba a morir”. Así de sencillo, de 
cruel, de inhumano y de indignante.

Natalia Springer. 
“La mafia de la salud” 
“…es habitual ver un puñado de familiares ro-

gando a los celadores que por favor llamen a un 
médico que les haga la caridad de salir a la sala de 
espera y les atienda sus enfermos que llevan varias 
horas en urgencias esperando mientras se retuer-
cen del dolor. El manejo de esos pacientes termina 
en manos de enfermeras y dolientes…”

2.3. “Paseos de la Muerte”,
Para ilustración de los miembros del Congreso, 

presentamos una vergonzosa síntesis de los denomi-
nados “paseos de la muerte” que, por sí solos, implo-
ran la eliminación del despiadado modelo de salud 
aplicado en Colombia. Cada uno de esos dramas de-
muestra la mala fe de quienes hicieron creer que la 
meta de los comerciantes o empresarios era compati-
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ble con el ejercicio de la generosidad y el humanita-
rismo que impone la defensa de la vida y la salud de 
los pacientes. La vida no puede depender de las leyes 
inflexibles de un negocio. Las inversiones del sector 
privado sólo avizoran la tasa interna de retorno y no 
el drama familiar que se vive en los quirófanos o en 
las salas de urgencias, cuando a los médicos y fami-
liares los constriñe un modelo que sólo piensa en las 
ganancias. Los congresistas tienen el dilema moral 
de cambiar ese modelo o ineluctablemente ser ellos 
mismos o sus hijos, o sus nietos o sus familiares o 
sus amigos víctimas del mismo. Entre más escatimen 
servicios o tratamientos médicos o de laboratorio o 
dilaten hasta la fatiga a los pacientes, habrá mayor 
eficiencia del capital pero más muertos. Ese es el di-
lema que debe resolver el Congreso. 

• El Espectador.com.salud. Diciembre 4 de 
2007. Orlando Gutierrez Plazas, un humilde señor de 
46 años, cuidaba carros en Kennedy. Entró al centro 
de atención de Cafesalud cercano, aquejado de un 
fuerte dolor de cabeza, los vigilantes lo sacaron del 
sitio y lo tiraron en la puerta, con el pretexto de que 
no era afiliado y allí, muerto, lo encontraron 40 mi-
nutos después. Por ese motivo multaron a Cafesalud 
con $ 433 millones.

• CM&, marzo 3 de 2007. Niño con herida 
que le produjo tétanos, sólo le hicieron un lavado, 
pero no le aplicaron ningún medicamento. Muere 
“en paseo de la muerte”. Recorrió cinco centros 
de salud. Estaba de paseo en Cartagena. Afiliado 
a Compensar.

• RCN, mayo 30 de 2007. Muere niño en otro 
“paseo de muerte” que duró 26 horas. Solamente 
presentaba herida en un ojito. 

• RCN, septiembre 14 de 2007. En Barranquilla 
señora pierde su hijo porque tres IPS se negaron a 
atenderla. 

• El Tiempo, septiembre 14 de 2007. En Acacías, 
Meta, Nicol Ávila Sanabria, de sólo un año de edad, 
muere el 26 de mayo de 2007. No le trasplantaron hí-
gado ni le hicieron tratamiento. Cuando la Tutela fa-
lló, el día anterior había fallecido. Esto repugna más 
cuando se tiene en cuenta que la demora se debió al 
flamante Minprotección de entonces y la Clínica del 
Valle del Líli quienes apelaron el fallo que lo ordena-
ba. La Corte Suprema en Sala Penal ordenó el trata-
miento pero fue demasiado tarde. Manifestó la Corte 
que: “Cuando está en juego la vida de una persona, 
no cabe oponer razones de índole administrativo o 
burocrático”. 

• RCN, octubre 18 de 2007. Muere niño de 10 
días de nacido en “paseo de la muerte”. 

• RCN T.V. y radio, enero 20 de 2008. Muere 
niña de 2 años en “paseo de muerte” en Cali por no 
tener plata. 

• WW, enero 28 de 2008. Hospital San Ignacio 
muere señora de un aneurisma y no de colon irrita-
do como “a ojo le diagnosticaron antes de enviarla a 
la casa con unas buscapinas”. Lo que necesitaba era 
una ecografía. 

• RCN, febrero 11 de 2008. Niña de 4 años mue-
re en Palmira en “paseo de la muerte”. 

• Caracol, febrero 23 de 2008 murió señora que 
cayó de puente peatonal porque no llegó ambulancia 

sino hasta pasados 30 minutos. Otro murió de infarto 
por la misma causa. La ambulancia llegó 40 minutos 
más tarde.

• El Tiempo, abril 1º de 2008. Se reconoce la cri-
sis del sistema de salud por muerte de rabia de varios 
niños en Santander de Quilichao. 

• RCN, abril 10 de 2008. Niño se cae, se muerde 
la lengua y muere por falta de atención médica en 
Cartagena. 

• El Tiempo, 10 de abril de 2008. Condenan pe-
nalmente a 3 años de cárcel a dos médicos del hos-
pital Tejar de 2º nivel porque una señora con parto 
de alto riesgo murió con su bebé dizque porque no 
la remitieron oportunamente a un hospital de tercer 
nivel. Murió en el Hospital San José. 

• RCN, abril 19 de 2008. Joven embarazada 
entra en coma por “paseo de la muerte” (Arme-
nia). A niña de 10 años la EPS no le autoriza tras-
plante de médula ósea cuando su vida dependía de 
la misma. 

• RCN, junio 13 de 2008. Barranquilla otro “pa-
seo de la muerte” de niña de 4 años. Fuera de eso 
presentaba un agudo cuadro de desnutrición.

• RCN, julio 8 de 2008. En Cali niño de 11 meses 
con cuadro de neumonía murió porque no lo aten-
dieron. 

• El Tiempo, agosto 24 de 2008. Señor muere porque 
le negaron un costoso tratamiento renal. La tutela que or-
denó el tratamiento llegó demasiado tarde. 

• CM&, agosto 30 de 2008. Niño de 4 meses mu-
rió por falta de atención médica. 

• Caracol radio, septiembre 23 de 2008. En 
Cali muere de cáncer un anciano esperando carné 
del Sisbén.

• CM&, octubre 1° de 2008. Niño muere por fal-
ta de atención médica en Saludcoop.

• WW, octubre 7 de 2008. Yarumal, corregimien-
to el Cedro, Antioquia…denuncian que la mamá y 
hermano de una oyente murieron porque no había 
médicos ya que el hospital quedaba muy lejos y sólo 
había una enfermera. 

• Caracol, octubre 20 de 2008 En Bogotá muere 
niña de 4 años por asfixia debido a que la ambulancia 
llegó 40 minutos tarde. 

• Caracol radio, diciembre 4 de 2008. Tutela sa-
lud a favor de un niño de Manizales de 2 años para 
salvarlo de una parálisis por tumor en columna. Va-
lor $3 millones. La EPS no autorizó la cirugía.

• RCN, enero 18 de 2009. Señora apuñalada por 
su esposo esperó 45 minutos ambulancia y murió. 

• CM&, enero 15 de 2012. Recién nacido vivió 
20 DÍAS y ese mismo tiempo lo pasó agonizando de 
HOSPITAL EN HOSPITAL en la ciudad de Neiva, 
hasta que murió por inasistencia médica. 	  

Frente a la presente muestra de la miseria del 
modelo de salud imperante en Colombia, nadie que 
represente con sinceridad los intereses del pueblo 
puede admitir que tal sistema de salud garantiza ver-
daderamente la vida de los colombianos. El modelo 
comercial vigente que administra la salud debe li-
quidarse, porque en su origen, el derecho a la salud 
va por el sendero contrapuesto al que transitan los 
negocios. Y eso es irreconciliable. 
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2.4. Degeneración del Modelo de Salud 
Prácticas Abusivas y Corruptas y Desprecio 

por los Clientes de la Salud
La discusión sobre el imperativo de abolir el ac-

tual sistema de salud en Colombia debe y tiene que 
discutirse a la luz de hechos concretos, conocidos y 
vividos y publicados y denunciados a través de me-
dios de comunicación. 

Conozcamos un poco la repugnante corrupción 
que ha florecido alrededor del modelo de salud, aquí 
se aprecia el desmesurado afán de enriquecimiento 
y de especulación por parte de los empresarios de 
la salud. No hay delitos del código penal que no se 
perpetren contra los recursos destinados a la salud y 
todo en nombre de la libertad de empresa. He aquí 
otra síntesis de situaciones denunciadas por los di-
versos medios de comunicación, que demuestran de 
manera inconmovible la necesidad de reemplazar a 
los operadores privados en el manejo y administra-
ción de los recursos de la salud. Hay mucha corrup-
ción e insolidaridad en ese modelo. 

El Espectador, septiembre 30 de 2009. Corrup-
ción en la salud. Al Seguro Social del Magdalena le 
hicieron efectivas cuentas de cobro por histerecto-
mías y extirpaciones de útero a hombres. NELSON 
VIVES LACOUTURE implicado junto con la juez 
MAGALY SUÁREZ. 

En este país es un lugar común que el tratamien-
to y la medicación no se da en los términos que la 
enfermedad de cada paciente demanda, sino el que 
les resulte más económico a las EPS; una isquemia 
cerebro vascular a veces la tratan como si fuera un 
resfriado y entonces formulan Acetaminofen: las 
EPS ahorran muchos costos, pero los pacientes se 
mueren. 

El Espectador, febrero 14 de 2010. El 40% de 
los niños muertos por cáncer eran evitables. Es una 
verdadera eutanasia por razones de economía: ASO-
CIACIÓN SANAR. 

Semana, septiembre 12 al 19 de 2011. Trescien-
tos noventa IPS que tratan cáncer funcionan sin cer-
tificación de Invima. En lugar de quimioterapias a 
los pacientes les suministran placebos. Testimonio 
en Bucaramanga de PAOLA RIVERA.

El Espectador, febrero 21 de 2012. (Artículos 
de César Rodríguez y Cristina de la Torre). Li-
bertad de precios en medicamentos. Al amparo de 
esa medida dictada por el ex ministro DIEGO PA-
LACIO, mediante Circular 04 de 2006, florecieron 
recobros con sobrecostos hasta del 3.204%, caso 
Interferón B1-B o del RITUXIMAB (un biotecno-
lógico de Roche para la artritis y el linfoma) que en 
Colombia vale US$ 3.500 o sea SIETE MILLONES 
DE PESOS ($7.000.000) mientras que en Inglaterra 
vale US$ 278 es decir menos de QUINIESTOS MIL 
PESOS ($500.000) sólo por recobros en medica-
mentos al Fosyga, entre el 2008 y 2010, defrau-
daron al Estado en más de SEIS BILLONES DE 
PESOS ($6.000.000.000.000) 

El Espectador, marzo 13 de 2012. “Siguen robán-
dose recursos de la salud” afirma la Contralora Gene-
ral de la Nación Sandra Morelli, quien además afir-
ma que los sobrecostos en medicamentos en el 2011 
superaron el billón de pesos ($1.000.000.000.000) 
En el caso de las EPS, las investigaciones adelanta-

das por la Contraloría están relacionadas por casos 
de peculado, concierto para delinquir y lavado de ac-
tivos, entre otros. 

Según Fedesarrollo, en 2009, el 87% de recobros 
las EPS correspondieron a este concepto. Se libera-
ron los precios incluidos los producidos por un solo 
laboratorio. Por consiguiente se abuzó hasta decir no 
más.

Semana, de mayo 19 a 26 de 2008. Denunció 
el siguiente hecho: ante más de 120 países afiliados 
a la Organización Mundial de la Salud, OMS, en la 
discusión sobre el tema de propiedad intelectual, de-
legados del presidente Uribe asumen la posición más 
reaccionaria y abusiva. Prácticamente consideraron 
a Colombia el Caín de América. China, India, Brasil, 
Tailandia y Kenia, entre otros, propusieron crear un 
fondo con aportes billonarios para destinarlos a la 
investigación de medicamentos nuevos para países 
pobres con el fin de abaratar costos de producción 
y tener sus propios y remunerados investigadores. 
Funcionarios de la Cancillería pidieron que dejaran 
eso a la Organización Mundial del Comercio y a las 
leyes del mercado o al control de los laboratorios. 

El Espectador, marzo 14 de 2012. CON LOS 
DINEROS DE LA SALUD SE PAGAN ASTRO-
NÓMICOS EMOLUMENTOS A DIRECTIVOS 
DE SALUDCOOP. Carlos Palacino, gerente, se au-
toautorizó $90 millones mensuales de sueldo, en-
tre 2005 - 2010 se autoreconoció por concepto de 
bonificaciones $3600 millones, sin incluir tarjetas 
de créditos y otras bonificaciones extralegales. Los 
vicepresidentes devengaban $27 millones y bonifi-
caciones promedio superiores a $1000 millones en 
el mismo periodo. ¿Cuál gerente de hospital públi-
co desangra tan descaradamente los recursos de la 
salud? ¿Alguien puede moralmente afirmar que eso 
es ejemplo de honestidad, eficiencia y liderazgo de 
gestión empresarial?

Caracol Luciérnaga, abril 17 de 2008. Nueve 
mujeres mueren diariamente por cáncer en cuello 
uterino y el Minprotección DIEGO PALACIO ma-
nifiesta que ese es un problema menor. Imagínense 
3240 mujeres muertas por falta de tratamiento y el 
ministro con esas nos sale. 

Sobran más comentarios…
2.5. Otros hechos y otras cifras que justifican 

la demolición del sistema actual de salud en Co-
lombia.

• El Tiempo, 22 de julio de 2007. Roberto Es-
guerra, Presidente de la Asociación colombiana de 
Clínicas y Hospitales y director Fundación Santafé 
reconoció que “La red de urgencias colapsó en Bo-
gotá.” 

• CM&, diciembre 17 de 2007 colapsó urgencias 
en todo el país. 

• Caracol Radio, 20 febrero de 2008. Emplea-
dos del Hospital de Sincelejo: 9 meses sin salario. 
Siete (7) hospitales de Ibagué inviables. El Fedérico 
Lleras sin medicamentos ni salarios. Ni las coopera-
tivas ni el hospital pagan. El Erasmo Meoz de Norte 
de Santander sin salarios ni alimentos. 

• RCN, junio 12 de 2008. Hospital de Zapatoca 
en completa ruina. 
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• El Espectador, febrero 14 de 2010. Según la 
Asociación Sanar, más del 40% de las muertes por 
enfermedades cancerígenas en niños acaecidas en 
los últimos 20 años eran evitables, “…una verdadera 
eutanasia por razones económicas…” 

• RCN, noviembre 8 de 2007. El Tiempo, no-
viembre 9 de 2007. 1000 niños mueren al año por 
demora en tratamientos, diagnóstico y medicamen-
tos para tratamiento de cáncer. En el mundo, sólo el 
10% de los niños se mueren por esa causa. (Fuente: 
Defensoría del Pueblo y Hospital Cancerológico.)

• El Tiempo, noviembre 25 de 2007. Cuatro de 
cada 10 médicos recetan sólo lo que las EPS les de-
jan. Ordenan restricciones en la prescripción de dro-
gas, exámenes de laboratorio, pruebas diagnósticas 
y remisiones a especialistas. “donde trabajo nos 
calculan porcentajes –dice un médico– el tope de 
formulación es del 65%, es decir de 20 consultas, 
podemos recetar más o menos a 12 o 13 pacientes” 
Informe de la Defensoría del Pueblo. Los estudiantes 
de medicina no tienen hospitales universitarios dón-
de aprender. 

• Caracol, La Luciérnaga, abril 17 de 2008. 
Nueve mujeres mueren diariamente por cáncer en 
cuello uterino y el Minprotección Palacio manifiesta 
que ese es un problema menor. Imagínense 3240 mu-
jeres muertas por falta de tratamiento y el ministro lo 
considera un problema menor. 

• El Tiempo, mayo 3 de 2006 en las ciudades 
apartadas la gente muere sin siquiera saber que tu-
vieron cáncer. 

• El Tiempo y El Espectador, junio 24 de 2008. 
Paro de ancianos pensionados bloquean TransMile-
nio porque no los atendía el ICS ni les daba medica-
mentos. A los médicos tampoco se les pagan salarios 
y los aportes no los rebajan. 

• El Tiempo, noviembre 25 de 2007. Cuatro de 
cada 10 médicos recetan sólo lo que las EPS les de-
jan. Restricciones sobre drogas, exámenes de labora-
torio, pruebas diagnósticas y remisiones a especialis-
tas. “donde trabajo nos calculan porcentajes –dice 
un médico– el tope de formulación es del 65%, es 
decir de 20 consultas, podemos recetar más o me-
nos a 12 o 13 pacientes” Informe de la Defensoría 
del Pueblo. Estudiantes de medicina y no tienen 
hospitales universitarios dónde aprender. En ningún 
hospital le hicieron cirugía. 

El Espectador, julio 28 de 2011. “Cuando ni la 
Tutela salva la vida” 

Ni la acción de desacato ni nada. En el Huila 
Emcosalud EPS argumenta que al paciente lo han 
atendido muy bien cuando lo cierto es que estuvo a 
punto de morirse si no fuera porque unos familiares 
pudieron trasladarlo a Bogotá. 

El Tiempo, noviembre 13 de 2011. Entrevista a 
la Contralora Sandra Morelli: 

“El país decidió en un momento dado tener un 
Estado chico, débil, que le entrega toda la responsa-
bilidad al modelo privado, sobre el supuesto de que 
el privado es eficiente, transparente y gasta menos. 
En la práctica, lo que realmente tenemos son unos 
operadores privados que no son transparentes, ni 
eficientes, ni gastan menos…”…

 “…hay recursos públicos que se aplican a aten-
der la salud de las personas y no a crear patrimonios 
privados. Pero las EPS entraron en la lógica de la 
rentabilidad como si fuera un negocio de colocación 
de recursos…”

¿Ante semejante avalancha de denuncias, hechos 
y razones qué espera el Congreso de Colombia para 
acabar semejante esperpento de modelo de atención 
a la salud de los colombianos?

3. ¿Reforma o Sustitución del Modelo Aten-
ción a la Salud?

El modelo de atención a la salud que soporta el 
colombiano no puede proseguir, de lo contrario y por 
omisión, los miembros del Congresos seríamos soli-
darios con el genocidio que ha provocado el sistema 
y cuyas páginas luctuosas quedaron resumidas en los 
prolegómenos de este escrito. 

Cualquiera puede ser víctima del mismo, así tenga 
recursos económicos. Es que no hay nada más irra-
cional y peligroso que confiar la vida o la salud a un 
comerciante o empresario o banquero o economista. 
Un paciente va a cualquier clínica, del más alto nivel 
económico y social y no hay los especialistas prestos 
a atender una urgencia. 

Los gobiernos señalan una grave iliquidez del sis-
tema. Estos señalamientos son inexactos en la medi-
da que un estudio de cartera arroja que el Fondo de 
Solidaridad y Garantías (Fosyga), a finales de 2009, 
contaba aproximadamente con 6.5 billones de pe-
sos, distribuidos así: 93.7% en inversiones, 2.7% en 
CDT, 18% en TDA, 0.3% en Bonos y 79% en TES.

4. Ganancias o Índices de Rentabilidad Fabu-
losas de Negocios Vinculados a la Administración 
de la Salud

La EPS Saludcoop registró índices de crecimien-
to en utilidades como en activos y número de afilia-
dos. El ex presidente ejecutivo, Carlos Gustavo Pa-
lacino Antía –en información entregada a la revista 
Dinero en julio 7 de 2000– informaba que en 1995 
se habían constituido con un patrimonio de $2.500 
millones y un informe de Semana indicó, que cinco 
años después, este ascendía a más de $75.000 millo-
nes: un crecimiento de treinta veces en un lustro. 

Pero eso no es todo, otro informe de la revista 
Semana indicó que en el año 2009, los dineros de las 
EPS se multiplicaron. Según la revista en su edición 
sobre las 100 empresas más grandes de Colombia, 
Saludcoop había registrado utilidades netas por un 
poco más de 24 mil millones de pesos en 2008.

El patrimonio de las EPS se ha incrementado y en 
una tendencia oligopólica, ejercen las actividades de 
intermediación, que le permite quedarse con más del 
30% de los recursos de la salud. 

5. Degradación en la Relación Laboral de los 
Profesionales de la Salud

Para nadie tampoco es desconocido, que este mo-
delo acabó con el ejercicio decoroso de la medicina y 
demás ciencias afines a la salud. Más del 90% de los 
profesionales de la salud trabajan por medio de coo-
perativas de trabajo. Carecen de prestaciones socia-
les, vacaciones, cotización a pensiones, no les reco-
nocen primas, cesantías, incluso les niegan licencias 
por maternidad. Es la explotación más miserable. El 
principio es que si no trabajan no hay remuneración. 
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Se envilecieron los ingresos de estos profesionales. 
Antes que el juramento hipocrático que hacían los 
médicos mediante el cual se comprometían a salvar 
la vida de sus pacientes, hoy, en la práctica, deben 
es jurarle a Adam Smith, a David Ricardo o ante el 
Lord John Maynard Keynes que defenderán la salud 
pero de las empresas EPS, las cuales deben arrojar 
estados de rentabilidad elevados sin importar la vida 
de los pacientes, quienes son sacrificados en el al-
tar de la tiranía y despotismo empresarial que no se 
compadece del dolor que se sufre en los pasillos y 
en los socavones de urgencias donde humillados y 
abandonados a su suerte por el Estado, se resignan 
a morir luego de agonizar ante la indiferencia de las 
EPS. Esto es increíble y el Congreso tiene que hacer 
algo. 

La Defensoría del Pueblo explicó las condiciones 
de los profesionales de la salud, en relación con la 
autonomía que tienen en el ejercicio de su profesión: 
el 39% de los profesionales consideró que la entidad 
para la cual trabaja los restringe en las autorizaciones 
de servicios para la atención de pacientes.

6. Incumplimiento de Sentencias de la Corte 
Constitucional

El Gobierno y las EPS han hecho caso omiso de 
la Sentencia T-760 de 2008, en donde se resolvieron 
22 tutelas, en las que se solicitaba proteger el de-
recho a la salud. La Corte ordenó el cumplimiento 
de cronogramas por parte de las diferentes entidades 
involucradas en el tema de la salud, de las cuales se 
extractan las siguientes: 

• La Corte Constitucional insistió en que “el dere-
cho a la salud es fundamental”. 

• Que el derecho fundamental a la salud, com-
prende, entre otros, “el derecho a acceder a servicios 
de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad”. 

• Cuando los servicios de salud se requieren, de-
ben ser atendidos y con mayor diligencia si el bene-
ficiario es niño o niña; 

• El servicio no puede negarse mediante exigen-
cias de dinero, si el paciente carece de capacidad 
económica. 

• Cuando el servicio que se requiere es un examen 
o prueba diagnóstica. La Corte reafirma la anterior 
Sentencia C-463 de 2008: 

“…el reembolso a que son obligadas las EPS ob-
jeto de un fallo de tutela, también se aplica respecto 
de todos los medicamentos y servicios médicos orde-
nados por el médico tratante…” 

Es obligación prescribirle a los pacientes cual-
quier medicamento o examen de apoyo diagnóstico 
que se considere necesario, aún aquellos que no se 
encuentren en POS contributivo o subsidiado. 

• Aún en los casos de atraso en el pago de las co-
tizaciones a Salud la EPS o IPS no puede negar un 
servicio de salud.

• El servicio tampoco puede negarse o limitarse 
cuando se trata de enfrentar enfermedades catastrófi-
cas o de alto costo;

• A un paciente no pueden negarle un servicio que 
le han venido prestando con la disculpa de que se 
acabó el contrato con la EPS;

• Las EPS deben brindar información, acompaña-
miento y seguimiento necesario para poder asegurar-
le a la persona el acceso a un servicio de salud que 
requiere. El paciente no sabe qué hacer, a dónde ir, 
a quién preguntarle para obtener la prestación de un 
servicio;

• No se puede obstaculizar el acceso al servicio, 
trasladándole al usuario cargas administrativas y bu-
rocráticas que le corresponde asumir a EPS;

• No puede coartarse la libertad de elegir la enti-
dad a la cual se puede afiliar. 

• Los órganos de regulación y vigilancia del Siste-
ma tienen el deber de adoptar las medidas para prote-
ger derecho a la salud.

• No hay efectiva regulación ni control del Estado 
y en este caso por parte de Consejo Nacional de Se-
guridad Social en Salud, Comisión de Regulación de 
la Salud y Ministerio de Protección Social y menos 
por los organismos de vigilancia del sistema como es 
la Superintendencia de Salud. 

• La Corte ordenó reformar o actualizar y unificar 
los POS tanto para el régimen contributivo como el 
subsidiado, primero en los niños luego y progresiva-
mente con los adultos; Ampliar las competencias del 
Comité Técnico Científico de cada EPS. Evitar que 
se rechace o se demore la prestación de los servicios 
médicos que sí se encuentran incluidos en el POS; 

• Asegurar el flujo de recursos al Sistema de sa-
lud, de tal forma que se garantice el goce efectivo 
del derecho mediante su financiación sostenible y 
oportuna. 

• Ordena planes de contingencia para los recobros 
atrasados en el Fosyga; 

• Corregir las trabas en el sistema de recobros, 
como la definición del momento de ejecutoria de las 
sentencias de tutela y las llamadas “glosas”.

• La sentencia ordena elaborar los indicadores 
de gestión y de resultados ya establecidos en la Ley 
1122 de 2007, artículo 2°. 

• Además establece un cronograma que deberán 
cumplir las diversas entidades del sector salud para 
garantizar la salud de los colombianos. 

Por las anteriores consideraciones, creemos per-
tinente que el Congreso de la República estudie y 
discuta el presente proyecto de Acto Legislativo 
que permita a los colombianos el acceso sin limi-
taciones ni barreras a los servicios de salud el de-
recho que se ejercerá con las características de im-
peratividad como el derecho a la vida que la Carta 
Política de 1991, artículo 11, Constitución Política 
de Colombia.

7. Fundamentos Normativos
La Organización Mundial de la Salud es un orga-

nismo de la Organización de Naciones Unidas (ONU) 
especializado en gestionar políticas de prevención, 
promoción e intervención en salud a nivel mundial, 
organizada por iniciativa del Consejo Económico y 
Social de las Naciones Unidas que impulsó la redac-
ción de los primeros estatutos de la OMS. La primera 
reunión de la OMS tuvo lugar en Ginebra, en 1948. 

Esta organización está compuesta por 193 Esta-
dos Miembros entre ellos Colombia, los cuales go-
biernan la Organización por medio de la Asamblea 

http://es.wikipedia.org/wiki/Organizaci%C3%B3n_de_las_Naciones_Unidas
http://es.wikipedia.org/wiki/Salud
http://es.wikipedia.org/wiki/Consejo_Econ%C3%B3mico_y_Social_de_las_Naciones_Unidas
http://es.wikipedia.org/wiki/Consejo_Econ%C3%B3mico_y_Social_de_las_Naciones_Unidas
http://es.wikipedia.org/wiki/Ginebra_(ciudad)
http://es.wikipedia.org/wiki/1948
http://es.wikipedia.org/wiki/Asamblea_Mundial_de_la_Salud
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Mundial de la Salud. La Asamblea está compuesta 
por representantes de todos los Estados Miembros 
de la OMS. 

La OMS como organismo internacional, dentro 
de sus disposiciones constitucionales planteó la ne-
cesidad de que los Estados parte, plasmarán dentro 
de sus disposiciones normativas superiores el dere-
cho fundamental a la salud y se materializó en el si-
guiente artículo:

“Constitución de la Organización Mundial de 
la Salud2

“…LOS ESTADOS partes en esta Constitución 
declaran, en conformidad con la Carta de las Nacio-
nes Unidas, que los siguientes principios son básicos 
para la felicidad, las relaciones armoniosas y la segu-
ridad de todos los pueblos:

La salud es un estado de completo bienestar fí-
sico, mental y social, y no solamente la ausencia de 
afecciones o enfermedades.

El goce del grado máximo de salud que se pue-
da lograr es uno de los derechos fundamentales 
de todo ser humano sin distinción de raza, religión, 
ideología política o condición económica o social.

La salud de todos los pueblos es una condición 
fundamental para lograr la paz y la seguridad, y de-
pende de la más amplia cooperación de las personas 
y de los Estados…”

La OMS en su carta constitucional exhorta a to-
dos los Estados miembros para que establezcan la 
salud como un derecho fundamental que debe reco-
nocerse sin limitaciones ni distinciones de ninguna 
índole, es una condición mínima del ser humano.

Por tal considero que Colombia conformado 
como un Estado social de derecho no debe ser ajeno 
a estas premisas ni a estas consideraciones interna-
cionales, al contrario, debe ser pionero en la protec-
ción y preservación de la salud como expresión real 
y material del derecho a la vida.

Consideraciones Jurisprudenciales
Los jueces de la República han protegido en múl-

tiples oportunidades a través del amparo de tutela el 
derecho que tiene los ciudadanos de reclamar del Es-
tado y de sus instituciones el acceso a la salud y la 
atención que este tiene la obligación de suministrar, 
pero que, comúnmente se ve vulnerado por quienes 
administran este lucrativo negocio. 

Son muchas las sentencias emanadas por la Corte 
Constitucional donde se reconoce la Salud como un 
derecho fundamental de los colombianos que guarda 
íntima relación con el derecho a la vida, la más re-
ciente y completa es la Sentencia C-760 de 2008. A 
continuación trascribo textualmente un aparte de la 
providencia que justifica esta reforma constitucional:
2	 La Constitución fue adoptada por la Conferencia Sanita-

ria Internacional, celebrada en Nueva York del 19 de ju-
nio al 22 de julio de 1946, firmada el 22 de julio de 1946 
por los representantes de 61 Estados (Off. Rec. Wld Hlth 
Org.; Actes off. Org. mond. Santé, 2, 100), y entró en 
vigor el 7 de abril de 1948. Las reformas adoptadas por 
la 26ª, la 29ª, la 39ª y la 51ª Asambleas Mundiales de la 
Salud (resoluciones WHA26.37, WHA29.38, WHA39.6 
y WHA51.23), que entraron en vigor el 3 de febrero de 
1977, el 20 de enero de 1984, el 11 de julio de 1994 y el 
15 de septiembre de 2005, respectivamente, se han in-
corporado al presente texto.

Sentencia C-760 de 2008.
(…) El derecho a la salud como derecho  

fundamental
“El derecho a la salud es un derecho constitucional 

fundamental. La Corte lo ha protegido por tres vías. La 
primera ha sido estableciendo su relación de conexi-
dad con el derecho a la vida, el derecho a la integridad 
personal y el derecho a la dignidad humana, lo cual le 
ha permitido a la Corte identificar aspectos del núcleo 
esencial del derecho a la salud y admitir su tutelabi-
lidad; la segunda ha sido reconociendo su naturaleza 
fundamental en contextos donde el tutelante es un suje-
to de especial protección, lo cual ha llevado a la Corte 
a asegurar que un cierto ámbito de servicios de salud 
requeridos sea efectivamente garantizado; la tercera, 
es afirmando en general la fundamentalidad del dere-
cho a la salud en lo que respecta a un ámbito básico, 
el cual coincide con los servicios contemplados por la 
Constitución, el bloque de constitucionalidad, la ley y 
los planes obligatorios de salud, con las extensiones ne-
cesarias para proteger una vida digna” (…)

Esta sentencia de 475 páginas es clara y muy es-
pecífica respecto de la importancia que tiene el dere-
cho fundamental a la salud y su relación directa con 
el derecho a la vida, por esta razón, es sumamente 
relevante consignar taxativamente el derecho a la sa-
lud como un derecho fundamental. 

Derecho Comparado
El derecho a la Salud en las Constituciones Ibe-

roamericanas 
A continuación, apartes transcritos literalmente 

de las constituciones:
• Constitución de la República Bolivariana de 

Venezuela
Artículo 83. La salud es un derecho social fun-

damental, obligación del Estado, que lo garantiza-
rá como parte del derecho a la vida…Todas las per-
sonas tienen derecho a la protección de la salud, así 
como el deber de participar activamente en su pro-
moción y defensa, y el de cumplir con las medidas 
sanitarias y de saneamiento que establezca la ley…

Artículo 84. Para garantizar el derecho a la 
salud, el Estado creará, ejercerá la rectoría y ges-
tionará un sistema público nacional de salud, de 
carácter intersectorial, descentralizado y participa-
tivo, integrado al sistema de seguridad social, regi-
do por los principios de gratuidad, universalidad, 
integralidad, equidad, integración social y solidari-
dad…Los bienes de servicios públicos de salud son 
propiedad del Estado y no podrá ser privatizados…

Artículo 85. El financiamiento del sistema pú-
blico de salud es obligación del Estado, que inte-
grará los recursos fiscales, las cotizaciones obliga-
torias de la seguridad social y cualquier otra fuente 
de financiamiento que determine la ley. El Estado 
garantizará un presupuesto para la salud que permi-
ta cumplir con los objetivos de la política sanitaria. 
En coordinación con las universidades y los centros 
de investigación, se promoverá y desarrollará una 
política nacional de formación de profesionales, téc-
nicos y técnicas y una industria nacional de produc-
ción de insumos para la salud…

Artículo 86. Toda persona tiene derecho a la se-
guridad social como servicio público de carácter no 

http://es.wikipedia.org/wiki/Asamblea_Mundial_de_la_Salud
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lucrativo, que garantice la salud y asegure protección 
en contingencias de maternidad, paternidad, enfer-
medades, invalidez, enfermedades catastróficas, dis-
capacidad, necesidades especiales, riesgos laborales, 
pérdida de empleo, desempleo, vejez, viudedad, orfan-
dad, vivienda, cargas derivadas de la vida familiar y 
cualquier otra circunstancia de previsión social. El 
Estado tiene la obligación de asegurar la efectividad 
de este derecho…Los recursos financieros de la seguri-
dad social no podrán ser destinados a otros fines. Las 
cotizaciones obligatorias que realicen los trabajadores 
y las trabajadoras para cubrir los servicios médicos y 
asistenciales y demás beneficios de la seguridad social 
podrán ser administrados sólo con fines sociales bajo 
la rectoría del Estado. Los remanentes netos del capi-
tal destinados a la salud, la educación y la seguridad 
social se acumularán a los fines de su distribución y 
contribución en esos servicios.

• Constitución Peruana
Artículo 7º. Todos tienen derecho a la protección 

de su salud, la del medio familiar y la de la comuni-
dad así como el deber de contribuir a su promoción 
y defensa. La persona incapacitada para velar por sí 
misma a causa de una deficiencia física o mental tiene 
derecho al respeto de su dignidad y a un régimen legal 
de protección, atención, readaptación y seguridad. 

• Constitución Ecuatoriana
Sección séptima
Salud
Artículo 32. La salud es un derecho que garantiza 

el Estado, cuya realización se vincula al ejercicio de 
otros derechos, entre ellos el derecho al agua, la ali-
mentación, la educación, la cultura física, el trabajo, 
la seguridad social, los ambientes sanos y otros que 
sustentan el buen vivir.

• Constitución Argentina
Artículo 42. Los consumidores y usuarios de 

bienes y servicios tienen derecho, en la relación de 
consumo, a la protección de su salud, seguridad e 
intereses económicos; a una información adecuada 
y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de 
trato equitativo y digno.

Las autoridades proveerán a la protección de esos 
derechos, a la educación para el consumo, a la defen-
sa de la competencia contra toda forma de distorsión 
de los mercados, al control de los monopolios na-
turales y legales, al de la calidad y eficiencia de los 
servicios públicos, y a la constitución de Asociacio-
nes de consumidores y usuarios y de las provincias 
interesadas, en los organismos de control.

• Constitución Brasilera
Artículo 6°. Son derechos sociales la educación, 

la salud, el trabajo, el descanso, la seguridad, la pre-
visión social, la protección a la maternidad y a la in-
fancia, la asistencia a los desamparados, en la forma 
de esta Constitución.

• Constitución Mexicana
Artículo 4°. El varón y la mujer son iguales ante 

la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo 
de la familia. 

(Reformado mediante decreto publicado en el 
diario oficial de la federación el 31 de diciembre de 
1974) toda persona tiene derecho a decidir de mane-

ra libre, responsable e informada sobre el número y 
el espaciamiento de sus hijos. (Reformado mediante 
decreto publicado en el diario oficial de la federa-
ción el 31 de diciembre de 1974) toda persona tiene 
derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de 
calidad. El estado lo garantizará. 

Toda persona tiene derecho a la protección de la 
salud. La ley definirá las bases y modalidades para el 
acceso a los servicios de salud y establecerá la concu-
rrencia de la federación y las entidades federativas en 
materia de salubridad general, conforme a lo que dis-
pone la fracción XVI del artículo 73 de esta constitu-
ción… (Adicionado mediante decreto publicado en el 
diario oficial de la federación el 3 de febrero de 1983).

• Constitución Española
Artículo 43. 
1. Se reconoce el derecho a la protección de la 

salud.
2. Compete a los poderes públicos organizar y 

tutelar la salud pública a través de medidas preven-
tivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La 
ley establecerá los derechos y deberes de todos al 
respecto.

3. Los poderes públicos fomentarán la educación 
sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo 
facilitarán la adecuada utilización del ocio.

• Constitución Italiana
Artículo 32. La República protegerá la salud 

como derecho fundamental del individuo e interés 
básico de la colectividad y garantizará asistencia gra-
tuita a los indigentes.

Nadie podrá ser obligado a sufrir un tratamiento 
sanitario determinado, a no ser por disposición de 
una ley. La ley no podrá en ningún caso violar los lí-
mites impuestos por el respeto a la persona humana. 

CÁMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARÍA GENERAL

El día 20 de marzo del año 2012 ha sido presenta-
do en este despacho el Proyecto de Acto Legislativo 
número 200, con su correspondiente exposición de 
motivos, por el honorable Representante Pablo En-
rique Salamanca Cortés y otros honorables Repre-
sentantes.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 202 DE 2012 
CÁMARA

por medio de la cual se reforma la gestión  
del derecho de autor y los derechos conexos  

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

DE LA GESTIÓN COLECTIVA Y OTRAS  
FORMAS DE ASOCIACIÓN

CAPÍTULO I
De las diferentes formas de gestión  

de derecho de autor y conexos
Artículo 1°. Ejercicio del derecho de autor y co-

nexos. Los titulares de derecho de autor o de derechos 
conexos solamente podrán gestionar sus derechos pa-
trimoniales de manera colectiva, individual, o a través 
de otras formas de asociación.

Artículo 2°. Gestión colectiva. Se entenderá por 
gestión colectiva del derecho de autor o los derechos 
conexos, la desarrollada por una sociedad de gestión 
colectiva en representación de una pluralidad de titula-
res de derechos, para ejercer frente a terceros los dere-
chos exclusivos o de remuneración que a sus afilados 
o representados correspondan con ocasión del uso de 
sus obras, interpretaciones o ejecuciones artísticas, o 
fonogramas. 

Parágrafo. Cuando un titular opte por gestio-
nar cualquier derecho patrimonial a través de una 
sociedad de gestión colectiva, no podrá ejercer 
tal derecho de manera individual o a través de 
otra forma de asociación a menos que revoque de 
manera previa y expresa el mandato otorgado en 
favor de aquella.

Artículo 3°. Gestión individual. Se entenderá por 
gestión individual la que realice directamente el pro-
pio titular respecto de un derecho de autor o conexo, 
cuyo ejercicio no se haya delegado en una sociedad de 
gestión colectiva o en otra forma de asociación.

Artículo 4°. Gestión a través de otras formas 
de asociación. Se entenderá por gestión a través de 
otras formas de asociación aquella que realiza un gru-
po de titulares de derecho de autor o conexos, que no 
se encuentran afiliados a ninguna sociedad de gestión 
colectiva y optan por constituir una persona jurídica 
sin ánimo de lucro diferente a una sociedad de gestión 
colectiva para gestionar sus derechos patrimoniales de 
autor o conexos.

La forma asociativa de que trata el presente ar-
tículo deberá representar, directa o indirectamente, 
a mínimo cinco (5) y máximo veinticinco (25) ti-
tulares de derecho de autor o de derechos conexos. 
Será nula de pleno derecho la forma asociativa que 
se constituya o represente menos de cinco (5) o más 
de veinticinco (25) titulares de derecho de autor o 
de derechos conexos. Si durante su existencia ex-
cediere dichos límites, la forma asociativa tendrá 
un mes para adecuarse a lo previsto en el presente 
artículo, so pena de la nulidad de todos los actos 
realizados con posterioridad al plazo del mes antes 
mencionado. 

CAPÍTULO II
De la gestión individual

Artículo 5°. Requisitos del gestor individual. 
Quien pretenda gestionar individualmente derechos 
de comunicación pública y reproducción sobre obras 
musicales, audiovisuales, interpretaciones o ejecu-
ciones artísticas, o fonogramas en espectáculos o 
audiciones públicas, establecimientos abiertos al pú-
blico y frente a organismos de radiodifusión, trans-
misión cableada o satelital, deberá inscribirse en la 
Unidad Administrativa Especial Dirección Nacional 
de Derecho de Autor

La solicitud de inscripción deberá contener:
1. Su nombre, documento de identificación y do-

micilio. 
2. Sus tarifas, las cuales deberán ser técnicamente 

justificadas conforme a los criterios establecidos en 
la ley.

3. La documentación de sus obras, interpretacio-
nes o ejecuciones artísticas, o fonogramas, la cual de-
berá contener:

a) Nombre de todas las obras, interpretaciones o 
ejecuciones artísticas, o fonogramas que se preten-
den gestionar, identificando los correspondientes au-
tores, artistas intérpretes o ejecutantes, productores 
de fonogramas o audiovisuales, según el caso;

b) Mención del derecho o derechos que se preten-
den gestionar;

c) Acreditación de la titularidad de los derechos 
cuya gestión se pretende.

Parágrafo 1°. La inscripción ante la Unidad Ad-
ministrativa Especial Dirección Nacional de Derecho 
de Autor facultará al gestor individual para realizar 
su actividad con estricta sujeción a la documentación 
aportada en la solicitud. Cualquier modificación en 
la información deberá comunicarse previamente a la 
Unidad Administrativa Especial Dirección Nacional 
de Derecho de Autor, a efectos de modificar la res-
pectiva inscripción. 

Parágrafo 2°. El incumplimiento a lo dispuesto 
en el presente artículo impedirá a los gestores indi-
viduales gestionar sus obras, interpretaciones o eje-
cuciones artísticas, o fonogramas en espectáculos o 
audiciones públicas, establecimientos abiertos al pú-
blico y frente a organismos de radiodifusión, trans-
misión cableada o satelital.

Artículo 6°. Actos, contratos, autorizaciones y 
comprobantes de pago de gestores individuales. Los 
gestores individuales siempre deberán individualizar 
el repertorio de obras, interpretaciones o ejecuciones 
artísticas, o fonogramas que administran y acreditar 
que son titulares de tales obras o prestaciones ante 
los usuarios y autoridades competentes. Carecerán 
de validez y no serán oponibles frente a autoridades 
administrativas o de policía o particulares, los actos, 
contratos, autorizaciones o comprobantes de pago 
expedidos por gestores individuales que no cumplan 
con lo aquí previsto. 

Artículo 7°. Sanciones a los gestores individua-
les. El incumplimiento a lo dispuesto en el presente 
capítulo y demás disposiciones aplicables dará lugar 

P R O Y E C T O S   D E   L E  Y
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a la imposición de multas de hasta cincuenta (50) sa-
larios mínimos legales mensuales vigentes por parte 
de la Unidad Administrativa Especial Dirección Na-
cional de Derecho de Autor.

CAPÍTULO III
De la gestión a través de otras formas  

de asociación
Artículo 8°. Requisitos para ejercer la actividad 

como otra forma de asociación. Las otras formas de 
asociación que pretendan gestionar derechos patri-
moniales deberán ser inscritas en la Unidad Admi-
nistrativa Especial Dirección Nacional de Derecho de 
Autor. La solicitud de inscripción deberá contener: 

1. Acto de constitución y de reconocimiento de 
personería jurídica. 

2. Las facultades conferidas a la otra forma de 
asociación, haciendo referencia expresa a cada una 
de las modalidades de explotación encomendadas a 
su administración;

3. Vigencia;
4. Reglas de reparto a cada uno de sus afiliados o 

representados.
5. Sus tarifas, las cuales deberán ser técnicamente 

justificadas conforme a los criterios previstos en la 
ley.

6. El listado de sus socios miembros, afiliados, 
asociados o poderdantes.

7. La documentación de sus obras, interpretacio-
nes o ejecuciones artísticas, o fonogramas, la cual de-
berá contener:

a) Nombre de todas las obras, interpretaciones o 
ejecuciones artísticas, o fonogramas que se preten-
den gestionar, identificando los correspondientes au-
tores, artistas intérpretes o ejecutantes, productores 
de fonogramas o audiovisuales, según el caso;

b) Mención del derecho o derechos que se preten-
den gestionar:

c) Acreditación de la titularidad de los derechos 
cuya gestión se pretende.

8. El nombre del representante legal para su res-
pectiva anotación: 

Parágrafo 1°. La inscripción ante la Unidad Ad-
ministrativa Especial Dirección Nacional de Derecho 
de Autor facultará a las otras formas de asociación 
para realizar su actividad con estricta sujeción a la 
documentación aportada en la solicitud. Cualquier 
modificación en la información deberá comunicar-
se previamente a la Dirección Nacional de Derecho 
de Autor, a efectos de modificar la respectiva ins-
cripción. Las otras formas de asociación solamente 
podrán recaudar y distribuir y no podrán desarrollar 
las demás actividades reservadas por la ley a las so-
ciedades de gestión colectiva tales como adelantar 
actividades de bienestar social o cultural, celebrar 
contratos de representación recíproca con socieda-
des de gestión colectiva u otras formas de asociación 
nacionales o extranjeras.

Parágrafo 2°. El incumplimiento a lo dispuesto 
en el presente artículo impedirá a las otras formas 
de asociación gestionar sus obras, interpretaciones 
o ejecuciones artísticas, o fonogramas en espectácu-
los o audiciones públicas, establecimientos abiertos 

al público y frente a organismos de radiodifusión, 
transmisión cableada o satelital. 

Artículo 9°. Actos, contratos, autorizaciones y 
comprobantes de pago de las otras formas de aso-
ciación. Las otras formas de asociación siempre de-
berán individualizar el repertorio de obras, interpre-
taciones o ejecuciones artísticas, o fonogramas que 
administran y acreditar la representación de tales 
obras o prestaciones al momento de realizar cual-
quier acto, contrato o emitir autorizaciones o com-
probantes de pago. Carecerán de validez y no serán 
oponibles frente a autoridades administrativas o de 
policía o particulares, los actos, contratos, autoriza-
ciones o comprobantes de pago expedidos por las 
otras formas de asociación que no cumplan con lo 
aquí previsto. 

Artículo 10. Inspección, vigilancia y control a 
las otras formas de asociación. Las otras formas de 
asociación estarán sometidas en lo relacionado a la 
gestión del derecho de autor y los derechos conexos, 
a la inspección, vigilancia y control de la Unidad Ad-
ministrativa Especial Dirección Nacional de Derecho 
de Autor. El incumplimiento a lo dispuesto en el pre-
sente capítulo y demás disposiciones aplicables dará 
lugar a la imposición de multas de hasta doscientos 
(200) salarios mínimos legales mensuales vigentes 
por parte de la Unidad Administrativa Especial Direc-
ción Nacional de Derecho de Autor. 

Parágrafo. El representante legal de las otras for-
mas de asociación podrá ser sancionado en los mis-
mos términos de los directivos de las sociedades de 
gestión colectiva por violaciones a la ley.

TÍTULO II
DE LA ADMINISTRACIÓN DE LAS SOCIEDADES 

DE GESTIÓN COLECTIVA
CAPÍTULO I

Disposiciones generales
Artículo 11. Constitución. Los titulares de derecho 

de autor o de derechos conexos, podrán constituir so-
ciedades de gestión colectiva sin ánimo de lucro. Para 
tal efecto, las sociedades de gestión colectiva deberán 
obtener personería jurídica y autorización de funcio-
namiento de la Unidad Administrativa Especial Di-
rección Nacional de Derechos de Autor.

Artículo 12. Reconocimiento de la personería ju-
rídica y autorización de funcionamiento. El recono-
cimiento de la personería jurídica y la autorización de 
funcionamiento a las sociedades de gestión colectiva 
de derecho de autor o de derechos conexos, serán con-
cedidas en un solo acto por la Unidad Administrativa 
Especial Dirección Nacional de Derecho de Autor, 
mediante resolución motivada y previo cumplimiento 
de los requisitos establecidos en la Decisión 351 de 
1993 y en la ley. 

Artículo 13. Legitimación. Las sociedades de ges-
tión colectiva de derecho de autor o de derechos co-
nexos, estarán legitimadas por el hecho de obtener 
personería jurídica y autorización de funcionamiento 
y en los términos que resulten de sus estatutos, para 
ejercer los derechos confiados a su gestión y hacerlos 
valer en toda clase de procedimientos administrativos 
y judiciales. En tal sentido, no requerirán de poder 
conferido por sus asociados para ejercer tal represen-
tación.
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Dicha legitimación se acreditará con el correspon-
diente certificado de existencia y representación legal 
expedido por la Unidad Administrativa Especial Di-
rección Nacional de Derechos de Autor. 

Parágrafo. Las sociedades de gestión colectiva 
llevarán un registro público de sus asociados y repre-
sentados nacionales y extranjeros con indicación de la 
entidad a la que pertenecen y de la categoría de dere-
cho que administra, de acuerdo al género de obras res-
pectivo. Este registro público deberá estar disponible 
permanentemente en la página web de la respectiva 
sociedad.

Artículo 14. Organización y funcionamiento. Las 
sociedades de gestión colectiva de derechos de au-
tor y derechos conexos se organizarán y funcionarán 
conforme a las siguientes normas:

1. Admitirán como socios a los titulares de dere-
chos que los soliciten y que acrediten debidamente 
su calidad de tales en la respectiva actividad.

Los estatutos determinarán la forma y condicio-
nes de admisión y retiro de la asociación, los casos 
de expulsión y suspensión de derechos sociales, así 
como los medios para acreditar la condición de titu-
lares de derechos de autor o conexos. Las sociedades 
de gestión colectiva tendrán la obligación de admitir 
a cualquier titular de derechos que acredite ejercer la 
titularidad de mínimo una (1) obra, interpretación o 
ejecución artística, o fonograma que sea explotado 
públicamente.

En ningún caso las sociedades de gestión colec-
tiva podrán negarse a la administración de los dere-
chos patrimoniales que se les demande en los térmi-
nos del presente numeral.

2. El Consejo Directivo deberá aprobar los regla-
mentos de tarifas, recaudo y distribución de las re-
muneraciones provenientes de la utilización de los 
derechos que administra y los demás reglamentos 
internos que se requieran para la correcta adminis-
tración de la sociedad.

3. Los miembros de una sociedad de gestión co-
lectiva de derechos de autor y derechos conexos, de-
berán recibir información periódica, completa y de-
tallada sobre todas las actividades de la sociedad que 
puedan interesar al ejercicio de sus derechos. Los 
reportes de información deberán entregarse a sus afi-
liados por lo menos dos (2) veces al año.

4. Sin la autorización expresa de la Asamblea 
General, las remuneraciones recaudadas por una 
sociedad de gestión colectiva de derechos de autor 
y derechos conexos solamente podrán destinarse 
para cubrir los gastos efectivos de administración 
de los derechos respectivos y distribuir el importe 
restante de las remuneraciones una vez deducidos 
esos gastos.

5. El importe de las remuneraciones recaudadas 
por las sociedades de gestión colectiva de derechos 
de autor y derechos conexos se distribuirá entre los 
derechohabientes guardando proporción con la utili-
zación real de sus obras, interpretaciones o ejecucio-
nes artísticas, o fonogramas, según el caso. 

6. Los socios extranjeros cuyos derechos sean ad-
ministrados por una sociedad de gestión colectiva, 
ya sea directamente o sobre la base de acuerdo con 
sociedades extranjeras de gestión colectiva que los 

representen, gozarán del mismo trato de los socios 
nacionales.

7. Las sociedades de gestión colectiva tendrán los 
siguientes órganos: Asamblea General, Consejo Di-
rectivo, Comité de Vigilancia y Revisor Fiscal. 

8. Las sociedades de gestión colectiva responderán 
oportunamente y de fondo las solicitudes de informa-
ción respetuosas que realicen sus afiliados y usuarios, 
sin perjuicio de la debida protección de datos persona-
les y de información confidencial. 

Las sociedades de gestión colectiva deberán faci-
litar mecanismos de solicitud de información para sus 
afiliados.

El término de la respuesta no podrá ser superior a 
quince (15) días hábiles después de la radicación de la 
solicitud de información.

9. Las sociedades de gestión colectiva estable-
cerán en sus estatutos los procedimientos para la 
imposición de sanciones de carácter disciplinario a 
los asociados. Siempre se deberá respetar el debido 
proceso y el derecho de defensa. Cualquier sanción 
impuesta al asociado se aplicará sin perjuicio de la 
administración de sus derechos, excepto la de expul-
sión de la sociedad.

10. Para aquellos afiliados que no sean fundado-
res, las sociedades de gestión colectiva categorizarán 
a sus miembros conforme a los ingresos obtenidos 
por la utilización de sus obras, interpretaciones o eje-
cuciones artísticas, o fonogramas, según sea el caso, 
estableciendo para cada categoría sus derechos y obli-
gaciones y las formas de elegir y ser elegido. En todo 
caso, independientemente de las categorías de socios 
existentes en una sociedad de gestión colectiva, todos 
los socios tendrán el derecho a elegir y participar, di-
recta o indirectamente, en las decisiones que se adop-
ten en las asambleas generales o seccionales.

Parágrafo 1°. Los nombres de los miembros del 
Consejo Directivo, Comité de Vigilancia, del Gerente, 
del Revisor Fiscal y demás funcionarios de las socie-
dades de gestión colectiva que determine la Unidad 
Administrativa Especial Dirección Nacional de Dere-
cho de Autor deberán ser inscritos ante dicha entidad. 
Toda modificación deberá ser comunicada a la Uni-
dad Administrativa Especial Dirección Nacional de 
Derecho de Autor en un plazo no superior a quince 
(15) días, adjuntando copia del acto por el cual fueron 
nombrados o elegidos, hoja de vida, e indicando el do-
micilio, nombre, y documento de identificación. Las 
designaciones y nombramientos no producirán ningún 
efecto dentro de la sociedad ni frente a terceros hasta 
su inscripción. A la solicitud de inscripción o modifi-
cación deberá acompañarse copia del acto respectivo.

Parágrafo 2°. La Unidad Administrativa Especial 
Dirección Nacional de Derecho de Autor, podrá negar 
la inscripción de la designación de los dignatarios de 
las sociedades de gestión colectiva, entre otros, en 
los siguientes casos:

a) Por violación de las disposiciones legales y/o 
estatutarias en la elección;

b) Por hallarse en interdicción judicial, haber sido 
condenado a pena privativa de la libertad por cual-
quier delito doloso, por encontrarse o haber sido sus-
pendido o excluido del ejercicio de una profesión;

c) Falta de probidad e idoneidad.
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Artículo 15. Asamblea General. La Asamblea Ge-
neral será el órgano supremo de la sociedad de gestión 
colectiva y elegirá a los miembros del Consejo Di-
rectivo, Comité de Vigilancia y al Revisor Fiscal. Sus 
atribuciones, funcionamiento y convocatoria se fijarán 
en los estatutos sociales.

Las votaciones que se realicen para elegir a los 
delegados para la Asamblea General, en caso de 
existir, los miembros del Consejo Directivo, Comité 
de Vigilancia o el Revisor Fiscal serán secretas. Los 
empleados y directivos de las sociedades de gestión 
colectiva no podrán participar, injerir, presionar o 
promover en cualquier sentido, directa o indirecta-
mente, en las elecciones de que trata el presente artí-
culo, sin perjuicio del derecho de voto a que tengan 
derecho. 

Artículo 16. Documentos que se presentan a la 
Asamblea General. El Consejo Directivo y el Gerente 
General presentarán a la asamblea, para su aprobación 
o improbación, el balance de cada ejercicio, acompa-
ñado de los siguientes documentos:

1) Un balance de la sociedad detallando activos y 
pasivos, con inclusión de un detalle completo de los 
dineros recaudados y distribuidos en el ejercicio, prés-
tamos, adelantos y gastos e ingresos diferidos, entre 
otros.

2) El informe del Consejo Directivo sobre la si-
tuación económica y financiera de la sociedad, que 
contendrá además de los datos contables y estadísticos 
pertinentes, los que a continuación se enumeran:

a) Detalle de los egresos por concepto de salarios, 
honorarios, viáticos gastos de representación, boni-
ficaciones, prestaciones en dinero y en especie, ero-
gaciones por concepto de transporte y cualquiera otra 
clase de remuneraciones que hubiere percibido cada 
uno de los directivos de la sociedad;

b) Las erogaciones por los mismos conceptos indi-
cados en el literal anterior, que se hubieren hecho en 
favor de asesores o gestores vinculados o no a la socie-
dad mediante contrato de trabajo, cuando la principal 
función que realicen consista en tramitar asuntos ante 
entidades públicas o privadas, o aconsejar o preparar 
estudios para adelantar tales tramitaciones;

c) Las transferencias de dinero y demás bienes, a 
título gratuito o a cualquier otro que pueda asimilar-
se a este, efectuadas en favor de personas naturales o 
jurídicas;

d) Los gastos de propaganda y de relaciones públi-
cas, discriminados unos y otros;

f) Los dineros u otros bienes que la sociedad po-
sea en el exterior y las obligaciones en moneda ex-
tranjera, y

4) Un informe escrito del representante legal sobre 
la forma como hubiere llevado a cabo su gestión, y las 
medidas cuya adopción recomiende a la asamblea, y

5) El informe escrito del revisor fiscal.
6) Un informe del Comité de Vigilancia sobre su 

gestión.
Artículo 17. Derecho de inspección. Los documen-

tos indicados en el artículo anterior, junto con los li-
bros y demás comprobantes exigidos por la ley, debe-
rán ponerse a disposición de los socios en el domicilio 
principal de la sociedad, durante los quince (15) días 
hábiles que precedan a la reunión de la asamblea.

En ningún caso, este derecho se extenderá a los 
documentos que versen sobre secretos empresariales, 
datos personales o cuando se trate de datos que de ser 
divulgados, puedan ser utilizados en detrimento de la 
sociedad.

Los administradores y funcionarios directivos así 
como el revisor fiscal que no dieren cumplimiento a lo 
preceptuado en este artículo, serán sancionados por la 
Unidad Administrativa Especial Dirección Nacional 
de Derechos de Autor con multas de hasta cincuenta 
(50) salarios mínimos legales mensuales vigentes para 
cada uno de los infractores. 

Las controversias que se susciten en relación con 
el derecho de inspección serán resueltas por la Unidad 
Administrativa Especial Dirección Nacional de Dere-
chos de Autor. En caso de que la autoridad considere 
que hay lugar al suministro de información, impartirá 
la orden respectiva.

Artículo 18. Consejo Directivo. El Consejo Di-
rectivo será el órgano de dirección y administración 
de la sociedad, sujeto a la Asamblea General, cuyos 
mandatos ejecutará. Sus atribuciones y funciones se 
precisarán en los estatutos. El Consejo Directivo es-
tará conformado un número impar de miembros no 
inferior a tres (3) ni superior a siete (7) y cada uno 
de ellos tendrá un suplente. A falta de estipulación 
expresa en contrario, los suplentes serán numéricos.

El Consejo Directivo deberá estar integrado al 
menos por un (1) socio de la sociedad y una (1) per-
sona independiente de la sociedad de reconocida ex-
periencia en asuntos comerciales, financieros y de 
administración o afines. 

El Consejo Directivo elegirá un Gerente, quien 
será el representante legal de la sociedad quien cum-
plirá las disposiciones y acuerdos del Consejo Direc-
tivo. Sus atribuciones se precisarán en los estatutos

Parágrafo. El Consejo Directivo deberá reunirse 
mínimo una vez al mes. Los honorarios mensuales 
de sus miembros no podrán exceder en ningún caso 
de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes y solo se pagarán a quienes asistan a toda la 
sesión. 

Artículo 19. Elección y remoción y del Consejo 
Directivo. Los miembros principales y suplentes del 
Consejo Directivo serán elegidos por la Asamblea 
General para periodos de dos (2) años y por el siste-
ma de cuociente electoral, sin perjuicio de que pue-
dan ser removidos libremente por la misma Asam-
blea General. No habrá reelección inmediata de los 
miembros del Consejo Directivo.

Artículo 20. Comité de Vigilancia. El Comité de 
Vigilancia estará integrado por tres (3) miembros 
principales y tres (3) suplentes numéricos, quienes 
deberán ser miembros de la sociedad. El Comité de 
Vigilancia tendrá, además de las atribuciones y fun-
ciones establecidas en los estatutos, las siguientes:

1. Velar por el cumplimiento efectivo de la ley, 
los estatutos sociales y los reglamentos por parte de 
la sociedad y sus directivos.

2. Velar por el cumplimiento de las obligaciones 
de los órganos de dirección, administración y control 
de las sociedades de gestión colectiva.
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3. Presentar de forma trimestral a la Unidad Ad-
ministrativa Especial Dirección Nacional de Dere-
cho de Autor, un informe trimestral sobre su gestión.

4. Velar por el respeto al socio y los usuarios.
5. Adelantar, de oficio o a petición de parte, las in-

vestigaciones disciplinarias en contra de los socios, 
directivos y demás funcionarios de la sociedad.

Parágrafo. El Comité de Vigilancia deberá reu-
nirse mínimo una vez al mes y sus integrantes no 
podrán percibir honorarios.

Artículo 21. Revisor Fiscal. La revisoría fiscal de 
las sociedades de gestión colectiva se efectuará a tra-
vés de una persona jurídica, debidamente constituida, 
con amplia trayectoria en asuntos de auditoría y ma-
nejo contable.

El revisor fiscal de las sociedades de gestión colec-
tiva está obligado a reportar trimestralmente informes 
sobre su gestión a la Unidad Administrativa Especial 
Dirección Nacional de Derecho de Autor.

Artículo 24. Reglamentos Internos. Las sociedades 
de gestión colectiva de derechos de autor y derechos 
conexos quedan obligadas a elaborar los siguientes re-
glamentos internos:

1. El reglamento de tarifas dando aplicación a los 
criterios generales y específicos establecidos en la ley;

2. El reglamento de reparto, que debe incluir la 
forma de liquidaciones acorde con las utilizaciones de 
las obras, interpretaciones o ejecuciones artísticas, o 
fonogramas;

3. El reglamento de contabilidad, el cual contendrá 
de forma concreta la aplicación del manual de buenas 
prácticas contables;

4. El reglamento de contratación, donde se estable-
cerá la transparencia y difusión de las formas contrac-
tuales, los montos autorizados para el gerente. Este 
reglamento lo deberá expedir la Asamblea General; 

5. El reglamento de bienestar social, en caso de 
existir gastos con fines sociales y culturales. 

6. El reglamento de socios, donde se incluirá el pro-
cedimiento para que los mismos presenten sus quejas 
y reclamos frente a la sociedad.

7. Reglamento disciplinario.
CAPÍTULO II

Régimen de inhabilidades e incompatibilidades
Artículo 25. Régimen de Inhabilidades del Conse-

jo Directivo y del Comité de Vigilancia. Los miem-
bros del Consejo Directivo y del Comité de Vigilan-
cia, además de las inhabilidades consagradas en los 
estatutos, tendrán las siguientes:

1. Ser cónyuges, compañero (a) permanente entre 
sí o parientes dentro del cuarto grado de consangui-
nidad, segundo de afinidad o primero civil de alguno 
de sus miembros.

2. Ser directivo, propietario, socio, representante 
o abogado al servicio de entidades deudoras de la 
sociedad o que se hallen en litigio con ellas.

3. Ser pariente dentro del cuarto grado de consan-
guinidad, segundo de afinidad, primero civil o cón-
yuge compañero (a) permanente de los miembros del 
Consejo Directivo, Comité de Vigilancia, del Geren-
te o el Revisor Fiscal de la sociedad.

4. Ser pariente dentro del cuarto grado de consan-
guinidad, segundo de afinidad, primero civil, cónyu-
ge, compañero (a) permanente de los funcionarios de 
la Dirección Nacional del Derecho de Autor.

5. Ser pariente dentro del cuarto grado de consan-
guinidad, segundo de afinidad, primero civil, cónyu-
ge, compañero (a) permanente de los empleados o 
contratistas de la sociedad de gestión colectiva.

Artículo 26. Inhabilidades administradores. El 
Gerente además de las inhabilidades e incompatibi-
lidades consagradas en los estatutos, tendrán las si-
guientes.

1. Ser gerente u ocupar algún cargo directivo en 
otra sociedad de gestión colectiva cuya inscripción 
sea obligatoria en la Unidad Administrativa Especial 
Dirección Nacional de Derecho de Autor.

2. Ser pariente dentro del cuarto grado de consan-
guinidad, segundo de afinidad, primero civil, cónyu-
ge, compañero (a) permanente de los miembros del 
Consejo Directivo, Comité de Vigilancia, del Geren-
te, el Revisor Fiscal o de cualquiera de los miembros 
cuya inscripción sea obligatoria en la Unidad Admi-
nistrativa Especial Dirección Nacional de Derecho 
de Autor.

3. Ser directivo, empresario, propietario, socio, 
representante, abogado o funcionario de entidades 
deudoras de la sociedad o que se hallen en litigio con 
ella.

4. Ser pariente dentro del cuarto grado de consan-
guinidad, segundo de afinidad, primero civil, cónyu-
ge, compañero (a) permanente de los funcionarios de 
la Dirección Nacional del Derecho de Autor.

5. Ser pariente dentro del cuarto grado de consan-
guinidad, segundo de afinidad, primero civil, cónyu-
ge, compañero (a) permanente de los empleados o 
contratistas de la sociedad de gestión colectiva.

Artículo 27. Inhabilidades e Incompatibilidades 
del Revisor Fiscal. El Fiscal además de las inhabili-
dades e incompatibilidades consagradas en los esta-
tutos, tendrá las siguientes:

1. Ser socio.
2. Ser cónyuge, compañero (a) permanente, pa-

riente dentro del cuarto grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad, primero civil de los miembros 
del Consejo Directivo, Comité de Vigilancia o del 
Gerente de la sociedad.

3. Ser directivo, empresario, propietario, socio, 
representante, abogado o funcionario de entidades 
deudoras de la Sociedad o que se hallen en litigio 
con ella.

4. Ser pariente dentro del cuarto grado de consan-
guinidad, segundo de afinidad, primero civil, cónyu-
ge o compañero (a) permanente de los funcionarios 
de la Dirección Nacional del Derecho de Autor.

5. Ser pariente dentro del cuarto grado de consan-
guinidad, segundo de afinidad, primero civil, conyu-
gue, compañero (a) permanente de los empleados o 
contratistas de la sociedad de gestión colectiva.

Las inhabilidades descritas en el presente artículo 
son aplicables a la persona jurídica designada como 
Revisor Fiscal y a las personas naturales que esta 
designe para adelantar las actividades de revisoría 
fiscal.
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TÍTULO III
DEL RECAUDO

CAPÍTULO I
De las tarifas por derecho de autor  

y derechos conexos
Artículo 28. Criterios para las tarifas generales. 

La determinación de las tarifas generales por el uso 
de obras interpretaciones o ejecuciones artísticas, o fo-
nogramas, así como la concertación de las tarifas con 
los usuarios deberá sujetarse a los siguientes criterios 
objetivos generales: 

1. Criterio de Intensidad: La intensidad en la uti-
lización de las obras, interpretaciones o ejecuciones 
artísticas, o fonogramas se clasificará de la siguiente 
manera:

a) Imprescindibles: se entienden aquellas utili-
zaciones de las obras, interpretaciones o ejecuciones 
artísticas y fonogramas sin las cuales el usuario no 
podrá cumplir con su objeto social o actividad eco-
nómica del usuario;

b) Necesarias: se entiende aquellas utilizaciones 
de las obras, interpretaciones o ejecuciones artísticas, 
o fonogramas que contribuyen significativamente al 
desarrollo del objeto social o actividad económica del 
usuario;

c) Accesorias: se entiende aquellas utilizaciones 
de las obras, interpretaciones o ejecuciones artísticas, 
o fonogramas que no inciden en el desarrollo del obje-
to social o actividad económica del usuario.

2. Interés en el uso: Este criterio permitirá dife-
renciar a los usuarios según tengan o no un ánimo de 
lucro en la explotación de las obras, interpretaciones 
o ejecuciones artísticas, o fonogramas. Este criterio no 
implica la negación del derecho cuando el uso no ten-
ga fines de lucro.

3. Público: Este criterio permitirá clasificar los 
usuarios de acuerdo al número de personas que ten-
gan acceso a las obras, interpretaciones o ejecucio-
nes artísticas, o fonogramas.

4. Capacidad tecnológica: Este criterio permitirá 
diferenciar a los usuarios cuya capacidad tecnológi-
ca sea determinante en la mayor o menor intensidad 
del uso de las obras, interpretaciones o ejecuciones 
artísticas, o fonogramas.

Parágrafo. La determinación de las tarifas por 
parte de las sociedades de gestión colectiva y la ne-
gociación de las mismas con los gremios y asocia-
ciones de usuarios no podrá entenderse como una 
vulneración de las normas de protección de la libre 
competencia.

Artículo 29. Publicidad de las tarifas. Las tarifas 
generales deberán permanecer publicadas en la pági-
na web de las sociedades de gestión colectiva y estar 
disponibles para la consulta en el domicilio social.

Parágrafo. Sin perjuicio de la lista de tarifas deter-
minada para la ventanilla única, las tarifas generales 
por derecho de autor y derechos conexos son la base 
para la concertación entre las Sociedades de Gestión 
Colectiva y los diferentes usuarios. 

CAPÍTULO II
De la ventanilla única

Artículo 30. Ventanilla única para la obtención 
unificada de las licencias y el pago integrado de los 

derechos de autor y conexos. Para los efectos del li-
teral c) del artículo 2° de la Ley 232 de 1995, y con 
la finalidad de reducir los trámites que los propieta-
rios o responsables de establecimientos abiertos al 
público deben realizar para acreditar los requisitos 
de funcionamiento, cuando almacenan digitalmente 
obras musicales, fonogramas y videos musicales, y 
ejecutan o comunican al público obras musicales, fo-
nogramas, obras audiovisuales y/o interpretaciones 
artísticas, derecho de reproducción de obras litera-
rias o artísticas, la obtención unificada de las licen-
cias y el pago integrado de los derechos de autor y 
conexos se realizará a través de una ventanilla única 
recaudadora que deberán constituir las sociedades de 
gestión colectiva, a través de la cual se realizará de 
manera unificada el recaudo de los derechos de autor 
y conexos.

Los titulares de derecho de autor o de derechos 
conexos no afiliados a las sociedades de gestión co-
lectiva, así como las asociaciones que los represen-
ten, podrán hacer parte de la citada ventanilla única 
recaudadora.

Para efectos de lo señalado en el presente artículo 
se podrá constituir una entidad recaudadora cuya or-
ganización, administración y funcionamiento serán 
acordadas por sus miembros en los estatutos socia-
les. La elección, conformación y funcionamiento de 
los órganos de dirección y administración, el régi-
men de votaciones y la toma de decisiones observa-
rán el principio de proporcionalidad con relación a la 
participación de sus miembros en el recaudo.

En caso de que se constituya la entidad recauda-
dora para el manejo de la ventanilla única, esta debe-
rá iniciar su funcionamiento a más tardar el primero 
(1°) de enero de 2013.

La no constitución de la ventanilla única impedirá 
a las sociedades de gestión colectiva realizar recaudo 
por la administración de los derechos de sus socios 
en establecimientos abiertos al público.

Parágrafo 1°. Mientras entre en funcionamiento 
la ventanilla única recaudadora, las licencias y pagos 
se obtendrán y realizarán a través de las entidades 
recaudadoras constituidas conforme lo dispone el 
artículo 27 de la Ley 44 de 1993, las Sociedades de 
Gestión Colectiva, las Asociaciones de Titulares y 
los Titulares Individuales, según corresponda.

Parágrafo 2°. En el evento de que se constituya 
una sociedad para el manejo de la ventanilla única 
recaudadora, estará sujeta a la inspección, vigilancia 
y control de la Unidad Administrativa Especial Di-
rección Nacional de Derecho de Autor.

Parágrafo 3°. El pago a la ventanilla única recau-
dadora de que trata este artículo hará presumir que el 
usuario ha cumplido integralmente con la obligación 
contemplada en el literal c) del artículo 2° de la ley 
232 de 1995.

Artículo 31. Lista de tarifas. Los miembros de 
la ventanilla única recaudadora acordarán la lista de 
tarifas para vigencias anuales con los gremios, las 
asociaciones de usuarios legalmente constituidas o 
los particulares.

Parágrafo. La entidad recaudadora que se cons-
tituya para el manejo de la ventanilla única deberá 
publicar en un diario de amplia circulación nacional 
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y en su página web, el listado de tarifas anuales a 
más tardar el 1° de febrero de cada año.

CAPÍTULO III
De la concertación de tarifas con los gremios  

y asociaciones de usuarios
Artículo 32. Concertación de las tarifas con gre-

mios y asociaciones de usuarios. La aplicación de ta-
rifas generales a miembros de un determinado gremio 
a asociación de usuarios deberá ser concertada con la 
respectiva entidad gremial o asociación. El término 
de duración del proceso de concertación de tarifas 
deberá ser razonable. Si transcurridos dos (2) meses 
desde la iniciación del proceso de concertación no se 
alcanza un acuerdo en relación con las tarifas, cual-
quiera de las partes podrá convocar, a prevención, 
un Tribunal de Arbitramento para la solución de las 
controversias que persistan entre ellas, sin perjuicio 
de que las partes acudan a los demás mecanismos 
alternativos de solución de controversias. Para tal 
efecto, la entidad recaudadora, las sociedades de ges-
tión de colectiva, los Gremios o las Asociaciones de 
usuarios legalmente constituidas tendrán legitimidad 
para representar a sus afiliados en la concertación y 
en la solución de sus conflictos tarifarios.

Artículo 33. Tribunal de Arbitramento. El Tribunal 
de Arbitramento a que se refiere el presente capítulo 
podrá adelantarse ante el Centro de Conciliación y Ar-
bitraje de la Unidad Administrativa Especial de la Di-
rección Nacional de Derecho de Autor o cualquiera 
otro legalmente reconocido. El Tribunal de Arbitra-
mento decidirá en derecho y su conformación, fun-
cionamiento y demás aspectos relevantes se regirán 
por el reglamento del respectivo centro.

Artículo 34. Prohibición uso del repertorio. Du-
rante el trámite de concertación, solución de con-
troversias, o del proceso judicial de ser el caso, 
los usuarios miembros de la agremiación deberán 
abstenerse de utilizar obras o prestaciones artísticas 
sobre las que no tengan autorización, salvo que se 
consigne judicialmente la cantidad exigida confor-
me a las tarifas generales definidas por la entidad 
única recaudadora correspondientes al año inme-
diatamente anterior o las tarifas generales definidas 
por las sociedades de gestión colectiva para el año 
inmediatamente anterior.

TÍTULO IV
DE LA DISTRIBUCIÓN

CAPÍTULO I
Principios de la distribución

Artículo 35. Proporcionalidad. Las normas de re-
parto, una vez deducidos los gastos administrativos 
hasta por el porcentaje máximo establecido en la ley, 
garantizarán la distribución equitativa a los titulares 
de derechos directamente o a través de las socieda-
des extranjeras de gestión colectiva de derechos, en 
forma proporcional a la utilización efectiva de la 
obra, interpretación o ejecución artística, o fonogra-
ma. Los socios extranjeros cuyos derechos sean ad-
ministrados por una sociedad de gestión colectiva de 
derechos de autor y derechos conexos, ya sea direc-
tamente o sobre la base de acuerdo con sociedades 
extranjeras de gestión colectiva de derechos de autor 
o derechos conexos que representen directamente a 

tales socios, gozarán en materia de distribución del 
mismo trato que los socios nacionales. 

Artículo 36. Exactitud, transparencia y objetivi-
dad. Las sociedades de gestión colectiva deben es-
tablecer procedimientos eficientes para la identifica-
ción con el mayor grado de exactitud posible la utili-
zación real de las obras, interpretaciones o ejecucio-
nes artísticas, o fonogramas. La distribución deberá 
basarse en sistemas de información transparentes y 
objetivos de utilización efectiva de las obras, inter-
pretaciones o ejecuciones artísticas, o fonogramas.

Parágrafo. Las sociedades de gestión colectiva 
deberán adoptar mecanismos técnicos y sistemas de 
información que garanticen una distribución exacta, 
transparente y objetiva, para lo cual contarán con un 
término de seis (6) meses desde la entrada en vigen-
cia de la presente ley, so pena de la imposición de las 
sanciones a que hubiere lugar por parte de la Unidad 
Administrativa Especial Dirección Nacional de De-
recho de Autor.

 Artículo 37. Periodicidad. El reparto se realizará 
al menos dos (2) veces al año y con intervalos que no 
podrán superar los seis (6) meses. Las fechas exactas 
de pagos deberán ser informadas anualmente a la Di-
rección Nacional del Derecho de Autor y los socios a 
más tardar el 31 de marzo.

Artículo 38. Suministro de información. Al mo-
mento del reparto, las sociedades de gestión co-
lectiva deberán aportar información suficiente que 
permita entender la forma cómo se procedió a la li-
quidación respectiva de cada socio. El suministro de 
información será individual para cada socio median-
te el formato que para el efecto le autorice la Unidad 
Administrativa Especial Dirección Nacional de De-
recho de Autor a cada sociedad de gestión colectiva.

Artículo 39. Prescripción. El derecho al pago de 
remuneraciones no cobradas por un socio, prescribe 
a los cinco (5) años contados a partir de la fecha de la 
notificación al socio. Las remuneraciones prescritas 
acrecentarán los valores a distribuir entre los socios. 

CAPÍTULO II
De la información sobre las obras, los socios  

y los métodos de reparto
Artículo 40. Base de datos de datos de obras, in-

terpretaciones o ejecuciones artísticas, o fonogra-
mas. Las sociedades de gestión colectiva de derecho 
de autor y derechos conexos deberán organizar y 
mantener actualizada una base de datos con infor-
mación clara y precisa de las obras, interpretaciones 
o ejecuciones artísticas o fonogramas declaradas por 
sus socios, de los usos reportados y de los métodos 
aplicados para la distribución, de tal forma que se 
permita a los titulares de derechos y a la sociedades 
de gestión extranjeras identificar la fuente de sus re-
muneraciones. 

Esta información deberá estar disponible al pú-
blico en la página web de las sociedades de gestión 
colectiva y en el domicilio social.

Artículo 41. Reparto sobre obras o prestaciones 
de titulares no identificados. Las remuneraciones so-
bre obras, interpretaciones o ejecuciones artísticas, 
o fonogramas de titulares no identificados deberán 
permanecer en reserva por un término que no podrá 
ser inferior a cinco (5) años. Transcurrido el término 
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anterior sin que se identifique el titular de la obra, las 
remuneraciones correspondientes a tales obras acre-
centarán los valores a distribuir entre los socios. 

Parágrafo. Para que una obra, interpretación o ejecu-
ción artística, o fonograma pueda ser considerada como 
no identificada y con el fin de permitir su publicidad y 
lograr su plena identificación, las sociedades deberán 
poner a disposición por el medio más expedito a sus so-
cios, representados y ciudadanía en general, los listados 
de las obras, interpretaciones o ejecuciones artísticas, o 
fonogramas de titulares no identificados.

TÍTULO V
OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 42. Defensoría del Artista y del usuario. 
Las sociedades de gestión colectiva de derecho de 
autor o de derechos conexos deberán designar un 
Defensor del Artista y del Usuario, quien deberá ser 
independiente a la sociedad y que tendrá la responsa-
bilidad de absolver las peticiones, quejas y reclamos 
de los asociados y usuarios. La decisión del Defen-
sor del Artista y del Usuario no será vinculante.

Previo al sometimiento ante la Unidad Adminis-
trativa Especial Dirección Nacional de Derecho de 
Autor de los asuntos de su competencia, el socio o 
usuario de una sociedad de gestión colectiva deberá 
presentar, cuando la hubiere, una reclamación directa 
ante la sociedad o ante el Defensor del Artista y del 
Usuario o figura análoga en la respectiva sociedad. 
Con todo, cuando la sociedad no haya designado un 
Defensor o no mantenga una figura análoga el cliente 
o usuario deberá acudir directamente ante la entidad 
para que le sea resuelta su reclamación.

Si persistiere la inconformidad del artista o del 
usuario podrá acudir a la Unidad Administrativa Es-
pecial Dirección Nacional de Derecho de Autor para 
que adopte las medidas a que hubiere lugar.

Lo anterior sin perjuicio de las facultades de ins-
pección, vigilancia y control de la Unidad Adminis-
trativa Especial Dirección Nacional de Derecho de 
Autor.

Artículo 43. Anticipos. Los anticipos se sujetarán 
a los parámetros y criterios objetivos establecidos 
por la Asamblea General. Con todo, los anticipos no 
podrán exceder el promedio de las dos (2) últimas 
distribuciones del socio beneficiario.

Artículo 44. Los socios de las sociedades de ges-
tión colectiva no podrán ser empleados o contratistas 
de la sociedad a la que pertenezcan.

Artículo 45. El artículo 38 de la Ley 44 de 1993, 
quedará así:

“Artículo 38. Comprobada una infracción a las 
normas legales y estatutarias por parte de las socieda-
des de gestión colectiva, la Unidad Administrativa Es-
pecial Dirección Nacional de Derecho de Autor podrá 
imponer cualquiera de las siguientes sanciones:

a) Amonestar por escrito a la sociedad; 
b) Imponer multas de hasta trescientos (300) sala-

rios mínimos mensuales legales vigentes.
c) Suspender la personería jurídica hasta por un 

término de seis (6) meses, y 
d) Cancelar la personería jurídica”.
Artículo 46. Caducidad de la facultad sanciona-

toria. La facultad que tiene la Unidad Administrati-

va Especial Dirección Nacional de Derecho de Au-
tor para imponer una sanción caducará transcurridos 
cinco (5) años de haberse ejecutado la conducta vio-
latoria o del último hecho constitutivo de la misma 
en los casos de conductas de tracto sucesivo.

Artículo 47. El artículo 20 de la Ley 44 de 1993, 
quedará así:

“Artículo 20. Las personas que formen parte del 
Consejo Directivo, el Gerente y el Revisor Fiscal de 
una sociedad de gestión colectiva de derechos de au-
tor o de derechos conexos, no podrán integrar órga-
nos similares de otra sociedad de gestión colectiva 
de derechos de autor o de derechos conexos. 

El Gerente no podrá ejercer como miembro del 
Consejo Directivo ni de ningún otro órgano de la so-
ciedad de gestión colectiva de derechos de autor y 
derechos conexos.”

Artículo 48. El artículo 21 de la Ley 44 de 1993, 
quedara así:

“Artículo 21. El Consejo Directivo de las socie-
dades de gestión colectiva de derechos de autor y de-
rechos conexos discutirá y aprobará su presupuesto 
de ingresos y egresos para períodos no mayores de 
un (1) año. 

El monto de los gastos no podrá exceder, en ningún 
caso, del veinte por ciento (20%) de la cantidad total de 
la remuneración recaudada efectivamente por la utili-
zación de los derechos de sus socios y de los miembros 
de las sociedades de gestión colectiva de derechos de 
autor y derechos conexos extranjeras o similares con 
las cuales tenga contrato de representación recíproca. 
Las sociedades de gestión colectiva podrán solicitar a 
la Unidad Administrativa Especial Dirección Nacional 
de Derecho de Autor que autorice que los gastos ad-
ministrativos sean hasta de un 30% para los dos años 
siguientes a su autorización de funcionamiento.

Con el objetivo de satisfacer fines sociales y 
culturales, previamente definidos por la Asamblea 
General, las sociedades de gestión colectiva de de-
rechos de autor y derechos conexos solo podrán des-
tinar para estos efectos, hasta el quince por ciento 
(15%) de lo recaudado.

Sólo el Consejo Directivo de las sociedades de 
gestión colectiva de derechos de autor y derechos 
conexos autorizará las erogaciones que no estén con-
templadas inicialmente en cada presupuesto, sin re-
basar los topes ya enunciados, siendo responsables 
solidariamente las directivas de la asociación por las 
infracciones a este artículo.

Los presupuestos de las sociedades de gestión 
colectiva de derechos de autor y derechos conexos 
deberán ser sometidos al control de legalidad de la 
Dirección Nacional del Derecho de Autor.

TÍTULO VI
VIGENCIAS Y DEROGATORIAS

Artículo 49. Vigencia y derogatorias. La presente 
Ley rige a partir de la fecha de su publicación en el 
Diario Oficial y deroga los artículos 10, 11, 14, 15, 
16, 17, 18, 19, 22, 33, 34, 43, 45, 46, 47 y 49 de la 
Ley 44 de 1993, así como las demás disposiciones 
que le sean contrarias. 

El Ministro del Interior,
Germán Vargas Lleras.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Antecedentes:
El derecho de autor y los derechos conexos ha-

cen parte de esa gran disciplina jurídica denominada 
propiedad intelectual, la cual es reconocida y expre-
samente protegida en el artículo 61 de la Constitu-
ción Política que establece: “[e]l Estado protegerá 
la propiedad intelectual por el tiempo y mediante las 
formalidades que establezca la ley”.

Como propiedad que es, los titulares de derecho 
de autor y derechos conexos gozan de ciertas pre-
rrogativas en cuanto al ejercicio de dichos derechos. 
Así, el Código Civil dispone en su artículo 671 que 
“[l]as producciones del talento o del ingenio son 
propiedad de sus autores”.

El artículo 3° de la Ley 23 de 1982 reconoce en 
favor de los titulares de derecho de autor las siguien-
tes facultades exclusivas:

“Artículo 3°.
a) De disponer de su obra a título gratuito u one-

roso bajo las condiciones lícitas que su libre criterio 
les dicte.

b) De aprovecharla, con fines de lucro o sin 
él, por medio de la imprenta, grabado, copias, 
molde, fonograma, fotografía, película cinema-
tográfica, videograma, y por la ejecución, reci-
tación, representación, traducción, adaptación, 
exhibición, transmisión o cualquier otro medio 
de reproducción, multiplicación o difusión cono-
cido o por conocer”.

Posteriormente, el artículo 12 de la misma Ley 23 
de 1982 consagra los siguientes derechos exclusivos 
que facultan al titular para realizar directamente o 
autorizar los siguientes actos:

“a) Reproducir la obra;
b) Efectuar una traducción, una adaptación, 

un arreglo o cualquier otra transformación de la 
obra, y

c) Comunicar la obra al público mediante la re-
presentación, ejecución, radiodifusión o por cual-
quier otro medio”.

En el mismo sentido, el ordenamiento comuni-
tario andino ha reconocido en favor de los autores 
y demás titulares, el derecho exclusivo de realizar, 
autorizar o prohibir la reproducción, comunicación 
pública, distribución, importación y transformación 
de sus obras artísticas o literarias (Decisión Andina 
351 de 1993, artículo 13).

Por su parte, en el escenario internacional el Con-
venio de Berna para la Protección de las Obras Lite-
rarias y Artísticas (Ley 33 de 1987), además de reco-
nocer una serie de derechos morales al autor sobre 
su obra, también establece una serie de prerrogativas 
patrimoniales a favor de estos, según las cuales, el 
autor o su causahabiente, están facultados de manera 
exclusiva para autorizar respecto de sus obras: la tra-
ducción (artículo 8°), la reproducción (artículo 9°), 
la representación y ejecución pública, la transmisión 
pública de dichas representaciones1 (artículo 11), la 
radiodifusión y en general la comunicación al públi-
1	 Para el caso de obras dramáticas, dramático musicales y 

musicales.

co (artículo 11 bis), la recitación pública2 (11 ter), la 
adaptación, arreglo u otra forma de transformación 
(artículo 12), la adaptación y la reproducción cine-
matográfica (artículo 14).

Por su parte, recientes tratados multilaterales de 
los cuales es parte Colombia como son el Acuer-
do sobre los Aspectos de los Derechos de la Pro-
piedad Intelectual relacionados con el Comercio 
(ADPIC aprobado mediante la Ley 170 de 1994) 
o el Tratado de la OMPI sobre Derechos de Autor 
(TODA aprobado mediante la Ley 565 de 2000) 
han reiterado el carácter exclusivo del derecho de 
autor, y en consecuencia la facultad por parte del 
creador o titular de derechos de autorizar el uso de 
sus obras.

En el campo de los derechos conexos, también el 
legislador ha reconocido en gran medida el carácter 
exclusivo de tales prerrogativas. Así, de acuerdo con 
la Decisión Andina 351 de 1993, los artistas intér-
pretes o ejecutantes, tienen el derecho de autorizar 
o prohibir la “comunicación al público en cualquier 
forma de sus interpretaciones y ejecuciones no fija-
das, así como la fijación y la reproducción de sus 
interpretaciones y ejecuciones” (artículo 34). Del 
mismo modo, los productores de fonogramas cuen-
tan con la posibilidad de autorizar o prohibir la re-
producción directa o indirecta de sus fonogramas y 
la distribución pública de los mismos (artículo 37). 
Los organismos de radiodifusión, por su parte, cuen-
tan con un derecho exclusivo de autorizar o prohibir 
la retransmisión y la fijación de sus emisiones, así 
como la reproducción de una fijación de sus emisio-
nes (artículo 39).

Este carácter exclusivo de algunas de las prerro-
gativas reconocidas a los titulares de derechos co-
nexos, también se encuentra ampliamente respalda-
do en tratados internacionales como la Convención 
de Roma (Ley 48 de 1975), y el Tratado de la OMPI 
sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas 
(TOIEF, Ley 545 de 1999).

Recientemente, a través de la Ley 1403 de 2010, 
se reconoció a los artistas intérpretes de obras y gra-
baciones audiovisuales el derecho a percibir una re-
muneración equitativa por la comunicación pública, 
incluida la puesta a disposición y el alquiler comer-
cial al público, de las obras y grabaciones audiovi-
suales donde se encuentren fijadas sus interpretacio-
nes o ejecuciones.

Como puede advertirse, el derecho de autor y los 
derechos conexos dan lugar a múltiples manifesta-
ciones, generando numerosos derechos en cabeza 
de varios titulares. Si bien no siempre la creación 
intelectual y artística está asociada a una actividad 
económica, en la mayoría de los casos las obras son 
fuente del sustento de familias, insumos productivos 
para empresas y parte fundamental para industrias 
culturales y del entretenimiento.

En un estudio publicado por la Organización 
Mundial de la Propiedad Intelectual, se indicó que 
las industrias culturales asociadas al derecho de au-
tor representan una importante contribución al Pro-
ducto Interno Bruto y a la generación de empleo en 
el país.
2	 Para el caso de obra literarias
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Históricamente y de manera universal se reco-
noce a favor del autor un monopolio de explotación 
sobre sus obras y, en consecuencia, cualquier uso de 
las mismas, salvo las taxativas limitaciones estable-
cidas por el legislador, deberá contar con la previa y 
expresa autorización de dicho creador o sus causa-
habientes.

En desarrollo de dicha prerrogativa de explota-
ción económica de sus obras, los titulares de dere-
cho de autor o de derecho conexos establecen una 
serie de tarifas para el uso por parte de terceros de 
sus obras, ello es, en el legítimo ejercicio del derecho 
que se les ha reconocido.

En este orden de ideas tenemos que las tarifas co-
bradas a los diferentes usuarios de obras protegidas 
por el derecho de autor o prestaciones protegidas por 
los derechos conexos no son un impuesto, una tasa o 
una contribución fiscal o parafiscal, sino que corres-
ponden a la suma cobrada como contraprestación a 
la autorización otorgada para utilizar un bien privado 
como lo son las obras o prestaciones.

Ahora bien, la gestión de los derechos de 
los autores, artistas intérpretes o ejecutantes y 
a los productores de fonogramas, en relación 
con la comunicación pública de sus obras y 
prestaciones musicales, puede llevarse a cabo 
mediante tres modalidades reconocidas por la 
legislación y la jurisprudencia constitucional: 
(i) la gestión colectiva a través de sociedades 
denominadas “de gestión colectiva”, y (ii) la 
gestión individual o (iii) a través de formas de 
asociación distintas a las sociedades de gestión 
colectiva.

1. La gestión colectiva del derecho de autor y 
los derechos conexos

La gestión colectiva es entendida como el sistema 
de administración del derecho de autor y los dere-

chos conexos en virtud del cual los autores o titulares 
de derecho de autor o conexos o sus causahabientes, 
delegan en organizaciones creadas a tal efecto la ne-
gociación de las condiciones en que sus obras o pres-
taciones artísticas serán utilizadas por los usuarios, 
es decir, se encargan de otorgar las respectivas auto-
rizaciones, recaudar las remuneraciones devengadas 
y distribuir las mismas entre sus asociados. Estas or-
ganizaciones, comúnmente denominadas sociedades 
o entidades de gestión colectiva, actúan como man-
datarias frente a sus socios.

a) Importancia de la gestión colectiva
Existe un alto nivel de consenso a nivel mun-

dial acerca de la importancia del papel que juegan 
las sociedades de gestión colectiva en la mate-
rialización efectiva de los derechos de autor. En 
efecto, se ha considerado que esta figura permite 
equilibrar la relación contractual entre los autores 
y titulares de derechos con los usuarios, toda vez 
que sirven de herramienta para superar la debili-
dad individual de los creadores frente a la multi-
plicidad de usuarios, en algunos casos con impor-
tante poder de negociación.

De otro lado, desde el punto de vista práctico las 
sociedades de gestión colectiva facilitan inmensa-
mente las transacciones comerciales sobre las obras 
o prestaciones artísticas. En efecto, existen en el 
mercado un significativo de obras y prestaciones mu-
sicales3 que se ejecutan públicamente en diferentes 
discotecas, canales de radio y televisión, restauran-
tes, bares, cafeterías, hoteles, salas de cine, y en la 
inmensa mayoría de establecimientos comerciales 
abiertos al público.

Este panorama significa en la práctica que a un 
autor, intérprete o productor fonográfico le resulta 
imposible saber dónde, cuándo y cómo se están uti-
lizando sus obras y/o prestaciones musicales. Por su 
parte, para los usuarios sería imposible entrar en con-
tacto directo con la totalidad de autores, intérpretes y 
productores fonográficos, audiovisuales nacionales y 
extranjeros, a fin de obtener las autorizaciones perti-
nentes para utilizar este tipo de bienes.

¿Estarán acaso los usuarios en la capacidad de 
negociar de manera particular con cada autor el pre-
cio de la comunicación pública del repertorio de este 
último? ¿cómo podrían discernir cuánto cuesta co-
municar la obra musical que se encuentra en el top 
de las más solicitadas, y reconocer al mismo tiempo 
un precio menor para aquellas obras que se escuchan 
con menor intensidad?

Este tipo de inconvenientes hacen de la gestión 
colectiva un mecanismo expedito e idóneo al mo-
mento de ejercer de manera eficaz algunas de las 
prerrogativas de orden patrimonial que la legisla-
ción les ha asignado a autores, intérpretes y pro-
ductores fonográficos, particularmente respecto a 
la comunicación pública de obras y prestaciones 
musicales.

En conclusión, se resalta la importancia que tie-
ne para el derecho de autor y los derechos conexos 
3	 Entiéndase por prestaciones musicales las interpretacio-

nes o ejecuciones y las producciones fonográficas.
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la gestión colectiva, entendida como el mecanismo 
idóneo y efectivo para ejercer tales prerrogativas, así 
como facilitar a los diferentes usuarios acceder a las 
respectivas licencias.

b) Las funciones principales de las sociedades 
de gestión colectiva

Como se ha señalado, las sociedades de gestión 
colectiva encuentran la justificación de su exis-
tencia en la necesidad de constituirse como una 
herramienta efectiva para el ejercicio del derecho 
de autor y los derechos conexos, principalmente 
frente a los usos masivos de obras y prestaciones 
artísticas.

En este sentido, la Decisión Andina 351 de 1993, 
dispone que las sociedades de gestión colectiva de-
ben tener “como objeto social la gestión del derecho 
de autor o de los derechos conexos”4.

En el marco de esta gran función de administra-
ción del derecho de autor, la legislación y la doctrina 
especializada5 reconocen tres funciones principales 
de las sociedades de gestión colectiva: La negocia-
ción de la autorización, el recaudo de las remunera-
ciones y la distribución6.

• Negociación: En primera medida las socieda-
des de gestión colectiva deben negociar con los 
usuarios las condiciones para la utilización de los 
repertorios de obras y prestaciones artísticas ad-
ministradas.

Dependiendo del tipo de derecho gestionado, las 
negociaciones versarán sobre las condiciones de la 
autorización para utilizar la creación y el monto que 
debe pagar el usuario como contraprestación, en el 
caso de derechos exclusivos (aquellos que facultan 
al titular para autorizar o prohibir la utilización); o 
solamente sobre el monto de dinero que tendrá que 
pagar el usuario por utilizar las prestaciones artísti-
cas, en el caso de derechos de simple remuneración 
(como en el caso de la comunicación pública de fo-
nogramas e interpretaciones).

Esta función se concreta en la celebración de 
contratos con los diferentes usuarios, en los que se 
acuerdan, entre otros aspectos, los usos autorizados, 
el plazo de la autorización, la contraprestación a que 
se obliga el usuario junto con la modalidad del pago, 
deberes de información como puede ser el diligen-
4	 Artículo 45, literal b.
5	 Ver: LIPSZYC, Delia. Derecho de autor y derechos co-

nexos. Ediciones Unesco, Cerlalc, Zavalia, 2006, Pág. 
442 a 464. 

6	 El artículo 13 de la Ley 44 de 1993, dispone: “Son atri-
buciones de las sociedades de gestión colectiva de dere-
chos de autor y derechos conexos:

	 (…)
	 2.  Negociar con los usuarios las condiciones de las 

autorizaciones para la realización de actos comprendi-
dos en los derechos que administran y la remuneración 
correspondiente, y otorgar esas autorizaciones, en los 
términos de los mandatos que éstos le confieran y sin 
desconocer las limitaciones impuestas por la ley.

	 3. Negociar con terceros el importe de la contrapresta-
ción equitativa que corresponde cuando éstos ejercen el 
recaudo del derecho a tales contraprestaciones.

	 4. Recaudar y distribuir a sus socios, las remuneraciones 
provenientes de los derechos que le correspondan. Para 
el ejercicio de esta atribución las asociaciones serán 
consideradas como mandatarias de sus asociados por el 
simple acto de afiliación a las mismas…”

ciamiento de planillas o la remisión de documenta-
ción donde se relacionen las obras o prestaciones que 
el usuario ha explotado.

•Recaudo de la remuneración: Una vez realizada 
la negociación y definidas contractualmente las con-
diciones de explotación entre la sociedad de gestión 
colectiva y los diferentes usuarios, las sociedades 
proceden al recaudo de las contraprestaciones eco-
nómicas allí acordadas.

Con el fin de adelantar de manera efectiva esta 
labor de recaudo, las sociedades de gestión colectiva 
se entienden “mandatarias de sus asociados por el 
simple acto de afiliación a las mismas”7 y se encuen-
tran obligadas a disponer de toda una infraestructura 
administrativa.

• Distribución: La distribución entre sus asociados 
de los dineros recaudados es la función más comple-
ja que adelanta una sociedad de gestión colectiva.

De conformidad con el artículo 13 de la Ley 
44 de 1993 las sociedades de gestión colectiva 
actúan en favor de sus asociados para efectos de 
recaudar y distribuir los dineros que a estos les 
corresponden por la explotación de sus bienes in-
telectuales.

Es necesario precisar que las sociedades de ges-
tión colectiva no están en libertad para definir cómo 
reparten los recursos recaudados entre sus socios, 
puesto que la legislación establece reglas que deben 
respetar las entidades de gestión a efectos de realizar 
la distribución.

Finalmente, resulta pertinente señalar que la Ley 
44 de 1993, impone ciertos límites a los presupues-
tos e índices del gasto de las sociedades de gestión 
colectiva. Precisamente el artículo 21 de la referida 
ley, fue modificado por el artículo 23 de la Ley 1493 
de 2011 y redujo los gastos administrativos hasta un 
20%.

• Funciones sociales y culturales: Como hemos 
visto el artículo 21 de la Ley 44 de 1993, dispone 
que las sociedades de gestión tienen la potestad para 
destinar hasta el 10% del recaudo en fines sociales y 
culturales, que deben ser definidos por la Asamblea 
General de socios.

c) Sociedades de gestión colectiva existentes
La gestión colectiva del derecho de autor y los de-

rechos conexos en Colombia, se subordina a la cons-
titución de una sociedad de gestión, quien debe obte-
ner por parte de la Dirección Nacional de Derecho de 
Autor, la respectiva personería jurídica y autorización 
de funcionamiento, lo que genera que su actividad sea 
inspeccionada, vigilada y controlada por esta entidad, 
garantizando su correcto funcionamiento.

De conformidad con nuestro ordenamiento ju-
rídico, la gestión colectiva del derecho de autor 
se realiza exclusivamente a través de las socieda-
des de gestión colectiva. La Unidad Administra-
tiva Especial Dirección Nacional de Derecho de 
Autor8, tiene dentro de sus funciones conceder 
la personería jurídica y autorización funciona-
miento, así como ejercer facultades de inspec-
ción, vigilancia y control sobre tales sociedades 
de gestión colectiva, a fin de garantizar que su 
7	 Ley 44 de 1993, artículo 13, numeral 4.
8	 www.derechodeautor.gov.co
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actividad se adecue a las disposiciones legales9 
y estatutarias sobre la materia10.

En la actualidad, las únicas sociedades con per-
sonería jurídica y autorización de funcionamiento 
otorgadas por la Dirección Nacional de Derecho de 
Autor, y por consiguiente legitimadas para gestionar 
y recaudar colectivamente derecho de autor y dere-
chos conexos son:

- El Centro Colombiano de Derechos Reprográfi-
cos, CEDER (CDR), con personería jurídica y auto-
rización de funcionamiento conferida por la DNDA 
mediante las Resoluciones número 088 del 14 de 
julio de 2000 y 035 del 18 de febrero de 2002, res-
pectivamente. Esta sociedad tiene como fin principal 
la protección del derecho de autor en materia de re-
prografía.

- La Entidad de Gestión Colectiva de Derechos de 
Productores Audiovisuales de Colombia, EGEDA, 
es una sociedad legitimada para gestionar y recau-
dar colectivamente por concepto de la utilización de 
obras audiovisuales. Cuenta con personería jurídica 
(Resolución número 232 del 28 de noviembre de 
2005) y autorización de funcionamiento (Resolución 
número 208 del 16 de noviembre de 2006) conferida 
por la Dirección Nacional de Derecho de Autor.

- Actores Sociedad Colombiana de Gestión, Acto-
res, con personería jurídica reconocida y confirmada 
mediante las Resoluciones número 0028 del 29 de 
noviembre de 1989 y 018 del 21 de febrero de 1997, 
respectivamente, y autorización de funcionamiento 
conferida a través de la Resolución número 275 del 
28 de septiembre de 2011. Esta sociedad se encuen-
tra legitimada para gestionar los derechos que les co-
rrespondan a los intérpretes de obras audiovisuales, 
particularmente, los reconocidos a través de la Ley 
1493 de 2010.

- La Sociedad de Autores y Compositores de Co-
lombia, Sayco, es una sociedad legitimada para ges-
tionar y recaudar colectivamente por concepto de la 
utilización de obras musicales. Cuenta con persone-
9	 Decisión Andina 351 de 1993, Capítulo XI; Ley 44 de 

1993, Capítulo III; Ley 1493 de 2011 y Decreto 3942 de 
2010.  

10	 En este sentido el artículo 1° del Decreto 3942 de 2010 
dispone:

	 “Gestión de derechos patrimoniales de autor y conexos. 
Los titulares de derecho de autor o de derechos conexos 
podrán gestionar individual o colectivamente sus dere-
chos patrimoniales, conforme a los artículos 4º  de la 
Ley 23 de 1982 y 10 de la Ley 44 de 1993.

	 Se entiende por gestión colectiva del derecho de autor 
o de los derechos conexos, la desarrollada en represen-
tación de una pluralidad de sus titulares, para ejercer 
frente a terceros los derechos exclusivos o de remune-
ración que a sus afilados correspondan con ocasión del 
uso de sus repertorios.

	 A los efectos de una gestión colectiva será necesario 
formar sociedades sin ánimo de lucro, con personería 
jurídica y autorizadas por la Unidad Administrativa 
Especial Dirección Nacional de Derecho de Autor, y 
sometidas a su inspección y vigilancia, de conformidad 
con el artículo 43 de la Decisión Andina 351 de 1993. 
Para tal efecto, deberán acreditar el cumplimiento de 
los requisitos establecidos en el artículo 45 de la De-
cisión Andina 351 de 1993, en el Capítulo III de la Ley 
44 de 1993 y las demás condiciones señaladas en este 
Decreto. Dichas sociedades podrán ejercer los derechos 
confiados a su gestión y tendrán las atribuciones y obli-
gaciones descritas en la ley...”

ría jurídica (Resolución número 001 del 17 de no-
viembre de 1982) y autorización de funcionamien-
to (Resolución número 070 del 5 de junio de 1997) 
conferidas por la Dirección Nacional de Derecho de 
Autor.

- La Asociación Colombiana de Intérpretes y 
Productores Fonográficos, Acinpro, es una sociedad 
legitimada para gestionar y recaudar colectivamente 
por concepto de la utilización de interpretaciones y 
fonogramas. Cuenta con personería Jurídica (Reso-
lución número 002 del 24 de diciembre de 1982) y 
autorización de funcionamiento (Resolución número 
125 del 5 de agosto de 1997) conferidas por la Direc-
ción Nacional de Derecho de Autor.

Las sociedades de gestión colectiva Sayco y Acin-
pro, en ejercicio de las facultades concedidas por el 
artículo 27 de la Ley 44 de 1993, constituyeron la 
entidad recaudadora Organización Sayco-Acinpro 
(OSA), con personería jurídica y autorización de 
funcionamiento de la Dirección Nacional de Dere-
cho de Autor, a través de la Resolución número 291 
del 18 de octubre de 2011.

La Organización Sayco-Acinpro (OSA) se encar-
ga, en todo el territorio nacional, del recaudo de las 
remuneraciones correspondientes a los miembros de 
las sociedades de gestión colectiva Sayco y Acinpro, 
por concepto de la comunicación pública de la músi-
ca en establecimientos abiertos al público11.

2. La gestión individual o a través de otras for-
mas de asociación

La jurisprudencia constitucional12 ha reconoci-
do que los titulares de derecho de autor o de dere-
chos conexos pueden optar por gestionar sus pre-
rrogativas a través de modalidades diferentes a la 
gestión colectiva. Es decir, nuestro ordenamiento 
no establece una modalidad de gestión colectiva 
obligatoria.

En este sentido, la Corte Constitucional ha enten-
dido en diferentes providencias que la gestión del 
derecho de autor y los derechos conexos puede ser 
efectuada de manera individual, a través de socie-
dades de gestión colectiva o bien de otras formas de 
asociación.

“...En ese escenario, y en desarrollo de la previ-
sión del artículo 38 de la Constitución, conforme 
al cual se garantiza el derecho de libre asociación 
para el desarrollo de las distintas actividades que 
las personas realizan en sociedad, los titulares de 
derechos de autor pueden acudir a distintas moda-
lidades asociativas con el objeto de promover, pro-
teger o gestionar de manera conjunta sus derechos. 
Es claro que dicha posibilidad se mantiene en el 
ámbito de la autonomía privada y, por consiguiente, 
remite a una gestión conjunta de los derechos indivi-
duales de cada uno de los participantes, sin que tales 
formas asociativas puedan autorizar genéricamente 
el uso de obras de las que no son titulares, ni realizar 
el recaudo de tarifas distintas de aquellas que volun-
11	 Es preciso señalar que la entidad recaudadora “Organi-

zación Sayco-Acinpro” se encuentra bajo la inspección, 
vigilancia y control de la Dirección Nacional de Derecho 
de Autor. 

12	 Sentencias: C-509 de 2004, C-424 de 2005 y C-833 de 
2007. 
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tariamente se hayan convenido con los usuarios por 
la explotación de los derechos de los que son titula-
res.” (Negrilla y subrayado fuera de texto).

Si bien la gestión colectiva desde tiempo atrás es 
objeto de regulación legal13, existe un evidente vacío 
legislativo en lo que respecta a la gestión individual y 
a través de otras formas de asociación, situación que 
ha generado inseguridad jurídica para los usuarios de 
obras y prestaciones protegidas por los derechos co-
nexos, especialmente los propietarios o responsables 
de establecimientos de comercio, los organismos de 
radiodifusión (emisoras de radio esencialmente) y 
los organizadores de conciertos, quienes en muchos 
casos no tienen claridad frente a quien deben obtener 
las autorizaciones y pagar las remuneraciones co-
rrespondientes para utilizar las obras musicales y/o 
audiovisuales y los fonogramas que requieren para 
desarrollar sus actividades habituales, respetando el 
derecho de autor y los derechos conexos.

Esta circunstancia ha hecho evidente la necesidad 
de adoptar medidas legislativas tendientes a garan-
tizar la seguridad jurídica y trasparencia frente a los 
diferentes usuarios de las obras y prestaciones artís-
ticas objeto de la gestión, así como para determinar 
el alcance de las funciones de inspección, vigilancia 
y control del Estado.

En efecto, a partir de las Sentencias C-509 de 
2004, C-424 de 2005 y C-833 de 2007 proferidas por 
la honorable Corte Constitucional se han constituido 
numerosas formas asociativas de todo tipo (princi-
palmente fundaciones o asociaciones sin ánimo de 
lucro) con el objeto de gestionar derecho de autor y 
conexos. A la fecha, no existe un control por parte 
del Estado sobre estas formas asociativas, así como 
tampoco sobre los gestores individuales, en aspectos 
tales como si están efectivamente conformadas por 
titulares de derecho de autor o de derechos conexos, 
si las mismas respetan los derechos de sus asociados, 
que las tarifas fijadas están acordes con los criterios 
legales, y que actúan de manera transparente frente 
a los usuarios indicando los repertorios que repre-
sentan y el alcance de los comprobantes de pago que 
expiden, aclarando que estas no son suficientes para 
los usuarios cuando ellos pretendan utilizar obras o 
prestaciones representadas por sociedades de gestión 
colectiva.

Además de las anteriores vicisitudes, resulta pre-
ciso llamar la atención sobre la inequitativa regula-
ción existente en la actualidad frente a las diferentes 
modalidades de gestión del derecho de autor y de 
los derechos conexos, pues mientras la gestión co-
lectiva está sometida a una intensa regulación14, las 
personas que realizan gestión individual o gestión a 
través de otras formas de asociación no deben cum-
plir mayores requisitos para ejercer su actividad; y la 
inspección y vigilancia a la que están sometidas no 
proviene de entidades expertas en derecho de autor, 
lo cual deviene en una escueta actividad de vigilan-
cia y supervisión.
13	 Decisión Andina 351 de 1993 y Ley 44 de 1993. 
14	 Reflejada en condiciones para la constitución y funcio-

namiento de las sociedades de gestión colectiva, además 
del sometimiento a inspección y vigilancia por parte del 
Gobierno Nacional a través de un ente especializado en 
la materia como lo es la Dirección Nacional de Derecho 
de Autor.

Necesidad
La gestión del derecho de autor y de los derechos 

conexos tiene innegable incidencia en la actividad 
económica nacional al punto que sectores producti-
vos tan importantes como los integrados por orga-
nismos de radiodifusión15, establecimientos de co-
mercio y empresarios de conciertos, están sometidos 
al cumplimiento de autorizaciones y/o pago de re-
muneraciones para utilizar las obras, interpretacio-
nes o ejecuciones y fonogramas que requieren para 
el desarrollo de su actividad económica, en el marco 
del respeto por el derecho de autor y los derechos 
conexos, en los términos del artículo 61 de la Cons-
titución Política.

Para destacar lo anotado a continuación se ponen 
de presente los montos recaudados por las socieda-
des de gestión colectiva durante los años 2009, 2010 
y 2011 y el número de socios vinculados a cada una 
de ellas.

NOMBRE DE LA SOCIEDAD AÑO RECAUDOS No. SOCIOS
SAYCO 2009 35.567.428.254,00 4449

ACINPRO 2009 13.577.000.000,00 2289
CEDER 2009 542.987.000,00 108
EGEDA N/A

ACTORES N/A 267

SAYCO 2010 36.806.740.000,00 5102
ACINPRO 2010 14.114.015.714,00 2536

CEDER 2010 455.286.000,00 116
ACTORES 2010 N/A 224

EGEDA 2010 N/A 126

SAYCO 2011 40.226.143.512,22 6767
ACINPRO 2011 15.981.201.229,00 3656

CEDER 2011 631.035.000,00 116
ACTORES 2011 1.506.622.472,00 475

EGEDA 2011 190.420.426,00 137
Desde esta perspectiva, y en virtud de la facul-

tad de intervención en la economía consagrada en el 
artículo 334 de la Constitución Política, resulta ne-
cesario formular una regulación en materia de ges-
tión individual y gestión a través de otras formas de 
asociación del derecho de autor y de los derechos 
conexos en la cual se definan normativamente estas 
modalidades de gestión diferenciándolas de la for-
ma colectiva, se establezcan requisitos constitución 
y funcionamiento tendientes a garantizar una admi-
nistración eficiente, transparente y responsable del 
derecho de autor y de los derechos conexos.

En lo que respecta a las sociedades de gestión co-
lectiva, la Dirección Nacional de Derecho de Autor 
adelantó desde el mes de noviembre de 2011 una in-
vestigación en contra de la Sociedad de Autores y 
Compositores de Colombia –Sayco– que culminó 
con la Resolución número 014 de 2012 por medio 
de la cual se le impuso a la sociedad las sanciones de 
multa y personería jurídica. Al margen de los deta-
lles de la actuación administrativa, la investigación 
permitió advertir que existe la clara necesidad de 
modernizar las actuales normas que rigen las socie-
dades de gestión colectiva, de manera que se garanti-
cen principios de eficiencia, trasparencia y buen trato 
con el usuario y el asociado.
15	  “Organismo de radiodifusión: Empresa de radio o te-

levisión que transmite programas al público”. Decisión 
Andina 351 de 1993.
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Por su parte, el innegable vacío regulatorio en re-
lación con la gestión individual y a través de otras 
formas de asociación, hacen evidente la necesidad 
de configurar un mínimo marco legal que señale los 
principios, derechos y obligaciones tanto de titulares 
como de usuarios.

Como parte de las estrategias del Gobierno para 
hacerle frente a esta problemática, el señor Minis-
tro del Interior, Germán Vargas Lleras, le solicitó a 
la Dirección Nacional de Derecho de Autor-DNDA, 
entidad adscrita a esta cartera, proceder a la confor-
mación inmediata de una Comisión Interdisciplinaria 
para la revisión del marco jurídico de las Sociedades 
de Gestión Colectiva.

Así, a través de la Resolución número 341 del 
28 de noviembre de 2011 la Dirección Nacional de 
Derecho de Autor conformó la Comisión Interdisci-
plinaria para la revisión del marco jurídico de las So-
ciedades de Gestión Colectiva cuyo fin adelantar una 
exhaustiva revisión del régimen legal aplicable a las 
sociedades de gestión colectiva y evaluar la conve-
niencia de adoptar las modificaciones del caso.

En dicha Comisión Interdisciplinaria estuvieron 
representados todos los actores interesados en la ges-
tión colectiva de derechos de autor y derechos co-
nexos. En efecto, la Comisión estuvo integrada por 
las siguientes personas:

1. Un (1) representante de la Sociedad de Autores 
y Compositores de Colombia -Sayco-

2. Un (1) representante de la Asociación Colom-
biana de Intérpretes y Productores Fonográficos 
-Acinpro-

3. Un (1) representante de la Entidad de Gestión 
Colectiva de Derechos de los Productores Audiovi-
suales -Egeda Colombia-

4. Un (1) representante del Centro Colombiano de 
Derechos Reprográficos -Ceder-

5. Un (1) representante de la Sociedad Colombia-
na de Gestión -Actores-

6. Cuatro (4) representante de los autores y com-
positores

7. Un (1) representante de la Confederación Inter-
nacional de Autores y Compositores -CISAC-

8.  Un (1) representante de la Asociación Colom-
biana de Editores Musicales -Acodem-

9. Un (1) representante del Consejo Gremial
10. Un (1) representante de la Federación Nacio-

nal de Comerciantes Fenalco.
11. Un (1) representante de los empresarios de 

conciertos
12. Un (1) representante de Asomedios
13. Un (1) representante de la Universidad del 

Rosario
14. Un (1) representante de la Universidad Exter-

nado de Colombia
15. Un (1) representante de la Universidad  

Javeriana
16. Un (1) Experto independiente
17. Un (1) representante del Centro Colombiano 

del Derecho de Autor –Cecolda-
18. Un (1) representante de la Asociación Hotele-

ra y Turística de Colombia –Cotelco-.

La Comisión se organizó en tres Subcomisiones 
denominadas: de Recaudo, de Administración y de 
Distribución, atendiendo la identificación de los 
tres ejes fundamentales de la actividad de la gestión 
colectiva.

Dichas subcomisiones fueron integradas de mane-
ra democrática y plural, y sesionaron paralelamente a 
la Comisión durante los dos meses de duración de la 
misma. Las subcomisiones sesionaron formalmente 
eligiendo cada una de ellas a un coordinador y a un 
secretario, dejando en acta sus reuniones y emitien-
do cada una un informe contentivo de artículos a ser 
incorporados en el texto del articulado final.

Las diversas opiniones de los miembros fueron 
presentadas a las subcomisiones donde se les dio am-
plio debate, con la posibilidad de que los miembros 
de la Comisión manifestaran sus observaciones a 
cada una de las propuestas que se presentaron.

El resultado es el anteproyecto del articulado que 
fue presentado al Ministerio del Interior el 28 de ene-
ro de 2012. La Dirección Nacional de Derecho de 
Autor tomó dicho anteproyecto como insumo y pre-
sentó el proyecto de ley que ahora se somete a con-
sideración del honorable Congreso de la República.

Los principales puntos para destacar de la inicia-
tiva legislativa que hoy se presenta ante el honorable 
Congreso de la Republica son:

- Se regula la gestión del derecho de autor y de los 
derechos conexos a través de las modalidades de ges-
tión individual y gestión a través de otras formas de 
asociación, las cuales son reconocidas expresamen-
te por la jurisprudencia constitucional (Sentencias 
C-509 de 2004 C-424 de 2005 y C-833 de 2007). De 
esta manera se llena un vacío legislativo que estaba 
generando una gran problemática e inseguridad jurí-
dica para los consumidores de obras y prestaciones 
protegidas por los derechos conexos.

- Se establecen criterios objetivos para la determi-
nación de las tarifas y se fijan parámetros de nego-
ciación de las mismas con los usuarios.

- Se faculta a la Unidad Administrativa Especial 
Dirección Nacional de Derecho de Autor, adscrita a 
este Ministerio, para ejercer inspección, vigilancia 
y control sobre las otras formas de asociación, así 
como para imponer sanciones a los gestores indivi-
duales que incumplan la ley. En este sentido se pro-
cura lograr una gestión del derecho de autor y los de-
rechos conexos transparente y ajustada a unas reglas 
de conducta precisas.

- Se incorporan normas tendientes a garantizar la 
profesionalización de los directivos de las socieda-
des de gestión colectiva a fin de garantizar una admi-
nistración más eficiente.

- Se establecen unas claras y exigentes inhabili-
dades a los miembros del Consejo Directivo, Comité 
de Vigilancia y del Revisor Fiscal.

- Se refuerza la figura del Revisor Fiscal precisan-
do que dicho cargo debe ejercerse por una persona 
jurídica de amplia trayectoria en asuntos de auditoría 
y manejo contable.

- Se actualiza el régimen sancionatorio, incre-
mentando el monto de las sanciones aplicables a las 
sociedades de gestión colectiva y sus directivos y se 
sincronizan con las nuevas facultades de imponer 
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sanciones a los gestores individuales y nuevas for-
mas de asociación.

- Se regulan los procesos de distribución de las 
sociedades de gestión colectiva disponiendo obliga-
ciones de adoptar sistemas que garanticen distribu-
ciones que atiendan de la manera más precisa posible 
al verdadero uso de las obras, interpretaciones o eje-
cuciones y fonogramas.

- Se crea la defensoría del artista y del usuario 
como una instancia para solucionar las diferentes 
quejas que se presenten en contra de las sociedades 
de gestión colectiva de derecho de autor o de dere-
chos conexos por parte de sus socios y de la ciudada-
nía en general. Esta instancia es concebida como una 
etapa previa a las actuaciones administrativas que 
pueden surtirse ante la Unidad Administrativa Espe-
cial Dirección Nacional de Derecho de Autor como 
órgano de inspección, vigilancia y control.

Estructura y Contenido del Proyecto
La presente iniciativa legislativa pretende estable-

cer el marco normativo de regulación de la gestión del 
derecho de autor y de los derechos conexos teniendo 
como fundamento conceptual las tres modalidades 
reconocidas por la jurisprudencia constitucional: La 
gestión colectiva, la gestión individual, y la gestión 
efectuada a través de otras formas de asociación.

De esta manera, salvaguardando el derecho cons-
titucional a la libre asociación, se pretende regulari-
zar la actividad de aquellos titulares que opten por 
ejercer sus derechos de manera individual o a través 
de formas asociativas diferentes a las sociedades de 
gestión colectiva.

Así mismo, el proyecto de ley actualiza el régi-
men de gestión colectiva en Colombia reconociendo 
la nueva realidad social que implica el surgimiento 
de nuevos derechos y titulares, en el ámbito de las 
creaciones audiovisuales, dispuestos a ejercer sus 
prerrogativas de forma masiva. Adicionalmente, se 
propone un régimen de inspección, vigilancia y con-
trol sobre las sociedades de gestión colectiva mucho 
más rígido con el propósito de garantizar que la ad-
ministración de derechos que realizan estas entidades 
se realice de manera eficaz y sobre todo transparente 
con sus asociados y con la ciudadanía en general.

La iniciativa se divide en seis títulos cuyo conte-
nido es descrito a continuación:

TÍTULO I
DE LA GESTIÓN COLECTIVA  

Y OTRAS FORMAS DE ASOCIACIÓN
En el Título primero se establece que las modalida-

des de gestión del derecho de autor y de los derechos 
conexos son: (i) la gestión colectiva, (ii) la gestión in-
dividual y (iii) la gestión a través de otras formas de 
asociación. Se define de manera precisa cada una de 
estas modalidades permitiendo diferenciarlas en sí y 
precisando conceptualmente sus características.

De igual forma se dispone como requisito para 
realizar la gestión individual del derecho de autor o 
de los derechos conexos la inscripción ante la Uni-
dad Administrativa Especial Dirección Nacional de 
Derecho de Autor, previa acreditación de la titula-
ridad de los derechos que se pretenden gestionar y 
la identificación del repertorio de obras objeto de la 
futura gestión.

A su vez, el proyecto consagra la posibilidad que 
la Unidad Administrativa Especial Dirección Na-
cional de Derecho de Autor imponga sanciones de 
multa a los titulares que incumplan los requisitos dis-
puestos para realizar gestión individual.

En cuanto a la gestión a través de otras formas 
de asociación, se regulan las condiciones de fun-
cionamiento para que las mismas puedan realizar 
administración del derecho de autor o de los dere-
chos conexos. Básicamente se plantea el requisito 
de efectuar el registro ante la Unidad Administrativa 
Especial Dirección Nacional de Derecho de Autor, 
para lo cual se deberá acreditar la constitución de la 
asociación, la relación de socios, la representación 
de los derechos que se pretenden gestionar y la iden-
tificación de las obras, interpretaciones o ejecuciones 
artísticas, o fonogramas objeto de la futura gestión.

Se establece un número mínimo y uno máximo de 
titulares de derecho de autor o de derechos conexos 
que podrán representar, directa o indirectamente, las 
otras formas de asociación. En otras palabras, en 
ningún caso las otras formas de asociación podrán 
gestionar los derechos de menos de cinco (5) ni de 
más de veinticinco (25) titulares de derecho de autor 
o de derechos conexos ya sea porque los mismos se 
encuentren vinculados directamente a la otra forma 
de asociación, o indirectamente, a través de una per-
sona jurídica socia de la otra forma de asociación. 
Con esto se pretende diferenciar a las sociedades de 
gestión colectiva de las otras formas de asociación 
en cuanto al número de titulares que pueden repre-
sentar.

A su vez, al igual que en la gestión individual, 
se establecen la posibilidad de imposición de san-
ciones por parte la Unidad Administrativa Especial 
Dirección Nacional de Derecho de Autor cuando se 
compruebe el incumplimiento a las normas dispues-
tas para el funcionamiento de las otras formas de 
asociación.

TÍTULO II
DE LA ADMINISTRACIÓN DE LAS SOCIEDADES 

DE GESTIÓN COLECTIVA
El Título II del proyecto pretende regular algunos 

aspectos relacionados con la administración de las 
sociedades de gestión colectiva, dentro de los cuales 
se destacan disposiciones sobre la constitución, re-
conocimiento de personería jurídica y autorización 
de funcionamiento, legitimación, asamblea general, 
derecho de inspección, conformación y elección del 
consejo directivo, revisoría fiscal, presupuesto y un 
régimen de inhabilidades e incompatibilidades de los 
administradores de la sociedad y del Revisor Fiscal.

La regulación contenida en este título se hace ne-
cesaria a fin de propender por la transparencia en los 
procesos administrativos y la profesionalización de 
los administradores, precisar algunas obligaciones 
frente a los socios y permitir una ampliación en el 
cubrimiento de fines sociales y culturales por parte 
de las sociedades de gestión colectiva.

TÍTULO III
DEL RECAUDO

Se aborda en el Título III la regulación del recau-
do de las remuneraciones causadas por la administra-
ción de los derechos patrimoniales de autor de los ti-
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tulares afiliados a las sociedades de gestión colectiva 
de derecho de autor o de derechos conexos.

En particular se fijan los criterios normativos bajo 
los cuales las sociedades de gestión colectiva deben 
fijar las tarifas generales por el uso de las obras o 
prestaciones artísticas que administran en represen-
tación de sus socios.

De igual forma se obliga a las sociedades de ges-
tión colectiva a publicar sus tarifas en internet y en el 
domicilio social como un mecanismo de trasparencia 
frente a los diferentes usuarios.

Adicionalmente, se crea un mecanismo de ven-
tanilla única mediante el cual los propietarios o res-
ponsables de establecimientos de comercio donde 
se utilicen creaciones musicales y/o audiovisuales 
podrán realizar de manera unificada y en un solo 
paso los pagos por concepto de derecho de autor y 
derechos conexos que requieren para desarrollar su 
actividad comercial.

Finalmente en este título III se regula el procedi-
miento de concertación de tarifas entre las socieda-
des de gestión colectiva y los gremios y asociaciones 
de usuarios, y se contemplan los mecanismos de so-
lución de controversias en caso de que la concerta-
ción no resulte efectiva.

TÍTULO IV
DE LA DISTRIBUCIÓN

Este Título pretende dar claridad y precisión en 
relación con la función de distribución de los dineros 
recaudados, que deben adelantar las sociedades de 
gestión colectiva entre sus socios.

Precisamente se pretende establecer principios, 
procedimientos, mecanismos, periodicidad para que 
la sociedad realice las distribuciones correspondien-
tes entre sus asociados, así como el término de pres-
cripción de las remuneraciones distribuidas y no co-
bradas por un socio.

Se precisa la obligación en cabeza de las sociedades 
de gestión colectiva de aportarle al socio información 
suficiente al momento del reparto, que le permita enten-
der la forma como se procedió en su liquidación.

Así mismo, se establece la forma como se efec-
tuaría el reparto de los dineros generados por las 
obras de titulares no identificados, y la obligación de 
las sociedades de gestión colectiva de contar con una 
base de datos con información clara y precisa de las 
obras, interpretaciones o ejecuciones, o fonogramas 
declaradas por sus socios, de los usos reportados y de 
los métodos aplicados para la distribución.

TÍTULO V
OTRAS DISPOSICIONES

En el título quinto se crea la figura de la defenso-
ría del artista y del usuario en la cual se podrán elevar 
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quejas frente a las actuaciones de las sociedades de 
gestión colectiva que impliquen vulneraciones a las 
normas legales y estatutarias que rigen su actividad.

Esta figura se crea sin perjuicio de las facultades 
de inspección, vigilancia y control radicadas en ca-
beza de la Unidad Administrativa Especial Dirección 
Nacional de Derecho de Autor.

Así mismo, se regula la asignación de anticipos 
de distribuciones de derechos al interior de las socie-
dades de gestión colectiva.

De otra parte, se aumenta el monto de las sancio-
nes de multa que la entidad de inspección vigilancia 
y control, Unidad Administrativa Especial Dirección 
Nacional de Derecho de Autor, puede imponer a las 
sociedades de gestión colectiva cuando se comprue-
be que las mismas han vulnerado normas legales o 
estatutarias. También se propone en el proyecto un 
aumento en el término de caducidad para imponer 
sanciones a las sociedades de gestión colectiva.

TÍTULO VI
VIGENCIAS Y DEROGATORIAS

Finalmente se incluye de manera expresa las de-
rogatorias a que habría lugar en el caso en que el pro-
yecto llegare a convertirse en Ley de la República.

De los honorables Congresistas,
Germán Vargas Lleras,

Ministro del Interior.
CÁMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARÍA GENERAL
El día 21 de marzo del año 2012 ha sido presenta-

do en este Despacho el Proyecto de ley número 202 
con su correspondiente exposición de motivos por el 
Ministro del Interior doctor Germán Vargas Lleras.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
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